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SEÑOR:
JUEZ QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE MONTERÍA CÓRDOBA

RADICADO DE ORIGEN: 23001310500520240015800
DEMANDANTE: MIGUEL ANTONIO SÁNCHEZ COLÓN.
DEMANDADO: COLFONDOS S.A AFP – COLPENSIONES Y OTRO
REFERENCIA: CONTESTACIÓN DEMANDA 

ELIANA ANDREA DE LA BARRERA GONZÁLEZ, identificada con cédula de ciudadanía No.1.069.493.228 de Sahagún Córdoba y portadora
de la T.P. de abogada No. 314035 del C.S. de la J., actuando en calidad de apoderada judicial sustituta de la demandada COLFONDOS
S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, tal como se acredita en el poder que se adjunta, encontrándome dentro del término legal oportuno,
presento contestación demanda, la cual fue notificada el día 05 de Julio de 2024.
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Señores: 
JUZGADO 05 LABORAL DEL CIRCUITO DE MONTERIA 
E.S.D 
 
 
ASUNTO:   CONTESTACIÓN DE DEMANDA    
PROCESO: ORDINARIO LABORAL 
DEMANDANTE: MIGUEL ANTONIO SANCHEZ COLON CC. 6887048 
DEMANDADO: COLPENSIONES Nit. 900.336.004 – 7  
DEMANDADO: PORVENIR Nit:  800.144.331-3 
DEMANDADO:           COLFONDOS Nit:  800.149.496-2 
RADICADO: 23001310500520240015800 

 
 
ELIANA ANDREA DE LA BARRERA GONZÁLEZ, mayor de edad, identificada con cédula de 
ciudadanía número 1.069.493.228 de la ciudad de Sahagún  departamento de Córdoba, Abogada 
en ejercicio portadora de la tarjeta profesional No. 314035 del CSJ, obrando de conformidad con 
el poder conferido por el Dr. Miguel Martinez Uribe apoderado judicial de judicial de COLFONDOS 
S.A. PENSIONES Y CESANTIAS,  siendo esta la oportunidad pertinente y estando dentro del 
término de ley, mediante este escrito, me permito presentar la CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA ordinaria laboral, instaurada por MIGUEL ANTONIO SÁNCHEZ COLÓN, de 
conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Laboral en su artículo 31 
(Modificado por el artículo 18 de la Ley 712 de 2001), de la siguiente manera: 
 

FRENTE A LOS HECHOS 
 
PRIMERO: NO ME CONSTA, pues lo mencionado en este hecho por el hoy demandante, hace 
referencia a su fecha de nacimiento, situación que se puede corroborar con el Registro Civil de 
Nacimiento.  
 
SEGUNDO: NO ME CONSTA, pues lo mencionado en este hecho por el hoy demandante, hace 
referencia a su edad, situación que se puede corroborar con el Registro Civil de Nacimiento. 
 
TERCERO: NO ME CONSTA, se trata de una situación pensional, por lo cual deberá ser probada 
dentro de la Litis que nos ocupa. 
 
CUARTO: NO ME CONSTA,  pues lo mencionado en este hecho por el hoy demandante, hace 
referencia a una presunta afiliación realizada a LA CAJA NACIONAL DE PRESION SOCIAL, 
CAJANAL, por lo que debe ser dicha entidad la llamada a pronunciarse, por ser la entidad 
competente. Sin embargo, según certificado SIAFP, que se adjunta con la presente contestación, 
el demandante no registra vinculación inicial al Régimen de Prima Media con Prestación Definida.  
 
QUINTO: NO ME CONSTA, pues se trata de una labor desempeñada en la CVS, por lo que debe 
ser dicha entidad la llamada a pronunciarse. 
 
SEXTO: NO ES CIERTO,  la afiliación realizada por el demandante en el periodo de mayo de 
1997, fue de manera libre y voluntaria en donde al mismo se le explicaron las ventajas y 
desventajas de estar afiliado al RAIS. 
 
SÉPTIMO: NO ES CIERTO, la asesoría realizada por mi defendida, informó al demandante al 
momento de la afiliación que el valor real de la pensión sería determinado una vez se cumplieran 
los requisitos para acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la demandante 
contempló la posibilidad de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre y cuando 
contara con el capital suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 110% de una 
salario mínimo legal mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la Ley 100 de 1993 
y en el evento de no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura de Garantía de 
Pensión Mínima de Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad y semanas 
exigidos en el artículo 65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló la 
posibilidad de acceder a unos excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la 
posibilidad de realizar aportes voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
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No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
 

Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
OCTAVO: NO ES CIERTO, la afiliación fue en el período de mayo de 1997 y la última cotización 
realizada por la parte demandante a COLFONDOS, según historia laboral de fecha 11 de julio de 
2024 emitida por dicho fondo, fue en el período de mayo de 2008, razón por la cual, no tiene 
fundamento lo manifestado en este hecho al argumentar que la afiliación a PORVENIR es desde 
mayo de 1997. 
 
NOVENO: NO ME CONSTA, pues lo mencionado en este hecho por el hoy demandante, hace 
referencia a su edad, situación que se puede corroborar con el Registro Civil de Nacimiento. 
 
DÉCIMO: NO ME CONSTA, pues se trata de unas semanas cotizadas en diferentes entidades, 
sin embargo, es de anotar que según historia laboral emitida por COLFONDOS de fecha 11 de 
Julio de 2024, la parte demandante ostentaba 360,14 semanas hasta su última cotización a 
dicha entidad.  
 
DÉCIMO PRIMERO: NO ME CONSTA, se trata de una presunta afiliación a CAJANAL, por lo 
que debe ser dicha entidad la llamada a pronunciarse. Ahora bien, según certificado SIAFP, la 
parte demandante no realizó cotizaciones al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, 
situación aún más confirmada por el Tribunal Superior de Montería Sala Laboral, en el proceso 
bajo radicado 23001310500220190010200, donde se revoca la sentencia de primera instancia 
emitida por el juzgado 02 laboral de Montería, en donde se declarar la ineficacia de la afiliación 
realizada por el demandante, sim embargo  el Tribunal superior de la mencionada ciudad, 
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concluye que nunca estuvo afiliado al Régimen De Prima Media Con Prestación Definida, razón 
por la cual revoca la sentencia de instancia. 
 
DÉCIMO SEGUNDO: Pese a que en este hecho no se atiende a lo dispuesto en el numeral 12 
del artículo 25 del Código del Procedimiento Laboral, para efectos de la contestación de la 
demanda, me permito pronunciarme sobre los varios hechos mencionados de la siguiente forma: 
 
12.1 NO ME CONSTA, pues se trata de una asesoría brinda en el Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, la entidad competente para pronunciarse en el referido hecho. Sin embargo, 
según certificado SIAFP, que se adjunta con la presente contestación, el demandante no registra 
vinculación inicial al Régimen de Prima Media con Prestación Definida.  
 
12.2: NO ES CIERTO, la asesoría realizada por mi defendida, informó al demandante al 
momento de la afiliación que el valor real de la pensión sería determinado una vez se cumplieran 
los requisitos para acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la demandante 
contempló la posibilidad de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre y cuando 
contara con el capital suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 110% de una 
salario mínimo legal mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la Ley 100 de 1993 
y en el evento de no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura de Garantía de 
Pensión Mínima de Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad y semanas 
exigidos en el artículo 65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló la 
posibilidad de acceder a unos excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la 
posibilidad de realizar aportes voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
 
No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
 

Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
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hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
12.3: NO ME CONSTA, en lo referido a la asesoría realizada por PORVENIR, por lo que debe 
ser dicha entidad la llamada a pronunciarse.  
 
DÉCIMO TERCERO: NO ME CONSTA, se trata de una presunta solicitud realizada a 
COLPENSIONES, por lo que debe ser dicha entidad la llamada a pronunciarse. 
 
DÉCIMO CUARTO: Pese a que en este hecho no se atiende a lo dispuesto en el numeral 14 del 
artículo 25 del Código del Procedimiento Laboral, para efectos de la contestación de la demanda, 
me permito pronunciarme sobre los varios hechos mencionados de la siguiente forma: 
 
14.14 NO ME CONSTA, pues se trata de una asesoría brinda en el Régimen de Prima Media 
con Prestación Definida, la entidad competente para pronunciarse en el referido hecho. Sin 
embargo, según certificado SIAFP, que se adjunta con la presente contestación, el demandante 
no registra vinculación inicial al Régimen de Prima Media con Prestación Definida.  
 
14.2: NO ES CIERTO, la asesoría realizada por mi defendida, informó al demandante al 
momento de la afiliación que el valor real de la pensión sería determinado una vez se cumplieran 
los requisitos para acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la demandante 
contempló la posibilidad de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre y cuando 
contara con el capital suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 110% de una 
salario mínimo legal mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la Ley 100 de 1993 
y en el evento de no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura de Garantía de 
Pensión Mínima de Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad y semanas 
exigidos en el artículo 65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló la 
posibilidad de acceder a unos excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la 
posibilidad de realizar aportes voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
 
No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
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En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
 

Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
DÉCIMO QUINTO: NO ES CIERTO, la asesoría realizada por mi defendida, informó al 
demandante al momento de la afiliación que el valor real de la pensión sería determinado una 
vez se cumplieran los requisitos para acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la 
demandante contempló la posibilidad de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre 
y cuando contara con el capital suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 
110% de una salario mínimo legal mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la 
Ley 100 de 1993 y en el evento de no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura 
de Garantía de Pensión Mínima de Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad 
y semanas exigidos en el artículo 65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló 
la posibilidad de acceder a unos excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la 
posibilidad de realizar aportes voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
 
No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
 

mailto:notificacionesjudiciales@mmabogados.co
http://www.mmabogados.co/


 

 
MM Abogados y Asociados S.A.S 

 

NIT No. 901.237.353-1 
notificacionesjudiciales@mmabogados.co  

Calle 19 No 2A - 43 Ed. Mirador del parque Of. 104 
+57 4221696 / 3008321865 

www.mmabogados.co 
 

 

 

Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
DÉCIMO SEXTO: NO ES CIERTO, la asesoría realizada por mi defendida, informó al 
demandante al momento de la afiliación que el valor real de la pensión sería determinado una 
vez se cumplieran los requisitos para acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la 
demandante contempló la posibilidad de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre 
y cuando contara con el capital suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 
110% de una salario mínimo legal mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la 
Ley 100 de 1993 y en el evento de no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura 
de Garantía de Pensión Mínima de Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad 
y semanas exigidos en el artículo 65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló 
la posibilidad de acceder a unos excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la 
posibilidad de realizar aportes voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
 
No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
 

Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 
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De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
DÉCIMO SÉPTIMO: Pese a que en este hecho no se atiende a lo dispuesto en el numeral 17 
del artículo 25 del Código del Procedimiento Laboral, para efectos de la contestación de la 
demanda, me permito pronunciarme sobre los varios hechos mencionados de la siguiente forma: 
 
17.1 NO ME CONSTA, pues se trata de una asesoría brinda en el Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, la entidad competente para pronunciarse en el referido hecho. Sin embargo, 
según certificado SIAFP, que se adjunta con la presente contestación, el demandante no registra 
vinculación inicial al Régimen de Prima Media con Prestación Definida.  
 
17.2: NO ES CIERTO, la asesoría realizada por mi defendida, informó al demandante al 
momento de la afiliación que el valor real de la pensión sería determinado una vez se cumplieran 
los requisitos para acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la demandante 
contempló la posibilidad de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre y cuando 
contara con el capital suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 110% de una 
salario mínimo legal mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la Ley 100 de 1993 
y en el evento de no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura de Garantía de 
Pensión Mínima de Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad y semanas 
exigidos en el artículo 65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló la 
posibilidad de acceder a unos excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la 
posibilidad de realizar aportes voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
 
No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
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Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
DÉCIMO OCTAVO: NO ME CONSTA, pues lo mencionado por el demandante, hace referencia 
a una solicitud realizada a COLPENSIONES, por lo que debe ser dicha entidad la llamada a 
pronunciarse. 
 
DÉCIMO NOVENO: NO ES CIERTO, la asesoría realizada por mi defendida, informó al 
demandante al momento de la afiliación que el valor real de la pensión sería determinado una 
vez se cumplieran los requisitos para acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la 
demandante contempló la posibilidad de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre 
y cuando contara con el capital suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 
110% de una salario mínimo legal mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la 
Ley 100 de 1993 y en el evento de no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura 
de Garantía de Pensión Mínima de Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad 
y semanas exigidos en el artículo 65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló 
la posibilidad de acceder a unos excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la 
posibilidad de realizar aportes voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
 
No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
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Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
VIGÉSIMO: NO ME CONSTA, deberá ser probado dentro de la Litis que nos ocupa. 
 
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
PRIMERA: Si bien esta pretensión no está dirigida en contra de mí representada, lo cierto es 
que, quien debe pronunciarse de fondo es COLPENSIONES, al tratarse de una actuación ajena e 
imponible a la AFP que represento, pese a lo anterior, manifiesto que mi representada AFP 
COLFONDOS S.A, SE OPONE, a que se declare lo solicitado por la demandante, ya que no 
existen presupuestos de hecho ni de derecho para despachar favorablemente esta pretensión. 
 
Ahora bien, según certificado SIAFP, la parte demandante no realizó cotizaciones al Régimen de 
Prima Media con Prestación Definida, situación aún más confirmada por el Tribunal Superior de 
Montería Sala Laboral, en el proceso bajo radicado 23001310500220190010200, donde se 
revoca la sentencia de primera instancia emitida por el juzgado 02 laboral de Montería, en donde 
se declarar la ineficacia de la afiliación realizada por el demandante, sim embargo  el Tribunal 
superior de la mencionada ciudad, concluye que nunca estuvo afiliado al Régimen De Prima 
Media Con Prestación Definida, razón por la cual revoca la sentencia de instancia. 
 
Bajo este entendido, debe tenerse en cuenta la sentencia, SL2702-2023, emitida por la Corte 
Suprema de Justicia, se reitera que la ineficacia de la afiliación se deriva del incumplimiento del 
deber de información, en virtud de lo cual resulta posible que las cosas retornen al mismo estado 
en que se encontraban de no haber mediado este acto. Sin embargo, se expone que, aunque 
las AFP tienen el deber de brindar esta información y, en consecuencia, la carga de probar su 
cumplimiento, la figura de la ineficacia de la afiliación no es aplicable cuando la afiliación 
que se discute fue una vinculación inicial al Régimen Pensional, situación que aquí ocurre, 
ya que como se evidencia en la historia laboral del demandante, su afiliación única y 
exclusivamente ha sido ante Colfondos 
 
SEGUNDA: ME OPONGO, a que se declare lo solicitado por la parte demandante, ya que la 
afiliación realizada por la parte demandante se hizo bajo los parámetros estipulados por la ley y 
acorde a derecho.  
 
La asesoría realizada por mi defendida, informó a la  demandante al momento de la afiliación 
que el valor real de la pensión sería determinado una vez se cumplieran los requisitos para 
acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la demandante contempló la posibilidad 
de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre y cuando contara con el capital 
suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 110% de una salario mínimo legal 
mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la Ley 100 de 1993 y en el evento de 
no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura de Garantía de Pensión Mínima de 
Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad y semanas exigidos en el artículo 
65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló la posibilidad de acceder a unos 
excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la posibilidad de realizar aportes 
voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
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No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
 

Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
En cuanto a los vicios del consentimiento se refiere y siguiendo la lectura del artículo 1508 del 
Código Civil son el error, la fuerza y el dolo. La parte demandante NO especifica claramente en 
qué consistió la acción viciada. 
 
Si se estaba refiriendo a error de derecho, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 
1509 ídem no produce vicio del consentimiento.  
 
Si se refirió al error de hecho, por virtud de lo señalado en el artículo 1510 del mismo estatuto 
civil, sólo vicia el consentimiento cuando se yerra en cuanto a la especie del acto o contrato, o 
sobre la identidad de la cosa específica. Errores que no aparecen como cometidos en el contrato 
celebrado por la parte demandante y COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, ya que la 
parte demandante sí pretendió afiliarse al Fondo de Pensiones perteneciente al Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad.  
 
En efecto, en sentencia del 18 de mayo de 2010, el Juzgado 5 laboral del Circuito de Bogotá, al 
estudiar un caso similar al presente, señaló que: 
 

“(…) Como se trata de comprobaciones subjetivas, es necesario entonces tener en cuenta las 
circunstancias específicas de cada parte, para deducir si las maniobras fueron suficientemente 
elaboradas de una parte y sí tenían la capacidad suficiente de engañar a la otra parte. 
Adicionalmente, se requiere que las argucias o maniobras empeladas por la otra parte, sean 
contrarias al orden social, la buena fe, la moral y las buenas costumbres, y que sin la presencia de 

mailto:notificacionesjudiciales@mmabogados.co
http://www.mmabogados.co/


 

 
MM Abogados y Asociados S.A.S 

 

NIT No. 901.237.353-1 
notificacionesjudiciales@mmabogados.co  

Calle 19 No 2A - 43 Ed. Mirador del parque Of. 104 
+57 4221696 / 3008321865 

www.mmabogados.co 
 

 

 

dichas maniobras la parte afectada no hubiera contratado. Ahora bien, es preciso referir que los 
vicios del consentimiento, error, fuerza y dolo, no surgen en abstracto sino que deben provenir de 
hechos que de manera clara afecten el consentimiento de modo que, de no existir ellos, la declaración 
de voluntad no se habría emitido; siendo imperioso para los actores acreditar su causación y efectos, 
a fin de dar viabilidad a las pretensiones de la demanda (…) Es principio general del derecho, que la 
ignorancia de la ley no sirve de excusa (art.6 C.C.) luego el desconocimiento o ignorancia de los 
preceptos legales y la presunta falta de información por parte de las administradoras, no puede ser 
considerada como un engaño que amerite la declaración del dolo como vicio del consentimiento (…)” 
(Proceso de Myriam Garcés contra Porvenir S.A. fallo absolutorio del 18 de mayo de 2010). 

 
Al respecto de la pretensión de nulidad deprecada, se pronunció la Honorable Corte Suprema de 
Justicia – Sala de Casación Laboral, en sentencia de 20 de septiembre de 2017. Radicación n.° 
48234, Magistrado Ponente; Doctor Fernando Castillo Cadena, en esta oportunidad el Alto 
Tribunal sustentó lo siguiente:  
 

” (…) El caso sometido a debate constitucional fue definido por la Sala Laboral del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bogotá, el cual, mediante sentencia de 21 de marzo de 2017, revocó la decisión 
del juzgado que había accedido a las pretensiones de la demanda encaminadas a declarar la nulidad 
del traslado al RAIS con el Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A.  
 
Para arribar a tal determinación, el colegiado fijó como problema jurídico «determinar si hay lugar a 
declarar la nulidad de la afiliación al régimen de ahorro individual, y en consecuencia, la nulidad del 
traslado del régimen de prima media al régimen de ahorro individual».  
 
Posteriormente, se remitió a las pruebas aportadas al proceso que consideró relevantes, al marco 
normativo y jurisprudencial que entendió aplicables, de las cuales estableció que «la demandante se 
trasladó del régimen de prima media con prestación definida al régimen de ahorro individual con 
solidaridad, conforme al formulario que se aprecia a folio 90 de expediente, el 8 de septiembre de 
1999; que la actora era beneficiaria del régimen de transición por cuanto al 1 de abril de 1994, 
contaba con 37 años de edad; que cuando se trasladó a régimen de ahorro individual con solidaridad 
sometió su aspiración pensional a las disposiciones, requisitos y parámetros contenidos en la ley 100 
de 1993 y para esa fecha tenía 42 años de edad. No estaba incursa en las causales de prohibición 
señaladas, de exclusión, señaladas en el artículo 61 de la ley 100 de 1993, por cuanto a la entrada 
en vigencia del sistema no tenía 55 años de edad, ni gozaba de una pensión por invalidez.  
 
Derivó que el formulario de afiliación se suscribió por la demandante de manera «voluntaria», y que 
allí mismo se registró la información sobre el régimen de transición y del retracto, entre otros; que 
las administradoras informaron a través de los medios de comunicación escritos, la oportunidad de 
regresar al régimen de prima media y el plazo de gracia concedido por la ley para ese propósito; con 
relación a los vicios del consentimiento, con base en el interrogatorio de parte que absolvió la actora 
y la prueba testimonial, anotó que no se demostró que hubiera sido «presionada o engañada al 
momento de suscribir tal solicitud ni la de traslado, con lo que se pudiera concluir que su 
consentimiento estuvo viciado por un error de hecho, fuerza o dolo […]», pues aceptó la realización 
de reuniones, de manera general e individual, con los asesores de los fondos de pensiones, en las 
que recibieron información sobre los aspectos mencionados. 
 
Consideró relevante que la promotora se trasladó entre fondos de pensiones en el año 2001 y que 
en los formularios se dejó constancia «de que se le había entregado la información sobre las 
particularidades del régimen de transición el derecho al retracto, situaciones sobre las que no se 
hubiera dejado la constancia si no se hubieran recibido», con fundamento en lo cual concluyó que 
«la falta de asesoría se desvirtúa en el presente caso porque si bien no fue escrita si fue de manera 
verbal y esa connotación no le quita el carácter de asesoría». 
 
Con base en las reglas de la experiencia y la sana crítica, señaló que «no resulta razonable que 
alguno de los contratantes preste su consentimiento a compromisos y obligaciones que le 
ocasionen alguna clase de perjuicios, lo que descarta que el demandante no hubiera 
recibido ninguna clase de información respecto del cambio del régimen pensional, pues 
como es bien sabido es deber de quien decide efectuar esta clase de actuaciones, definir 
las condiciones y términos de los mismos, las ventajas y desventajas que traerán sus 
determinaciones». 
 
Añadió que «si en gracia de discusión se aceptara que la demandante incurrió en un error 
para la toma de su decisión, dicho error es de derecho porque de acuerdo a la definición 
doctrinal se refiere “a la existencia, naturaleza o extensión de los derechos que son objeto 
de negocio jurídico”; para el caso concreto el error en que incurrió la demandante por el 
supuesto mal asesoramiento, se relaciona con la naturaleza del régimen de ahorro 
individual que le otorgaba unos derechos diferentes a los que tenía si hubiese permanecido 
en el régimen de prima media», lo cual apoyó en el artículo 1509 del Código Civil. 

 
Aún más y no lo menos importante, debe tenerse en cuenta la sentencia, SL2702-2023, emitida 
por la Corte Suprema de Justicia, se reitera que la ineficacia de la afiliación se deriva del 
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incumplimiento del deber de información, en virtud de lo cual resulta posible que las cosas 
retornen al mismo estado en que se encontraban de no haber mediado este acto. Sin embargo, 
se expone que, aunque las AFP tienen el deber de brindar esta información y, en consecuencia, 
la carga de probar su cumplimiento, la figura de la ineficacia de la afiliación no es aplicable 
cuando la afiliación que se discute fue una vinculación inicial al Régimen Pensional, 
situación que aquí ocurre, ya que como se evidencia en la historia laboral del demandante, su 
afiliación única y exclusivamente ha sido ante Colfondos 
 
TERCERA: Si bien esta pretensión no está dirigida en contra de mí representada, lo cierto es 
que, quien debe pronunciarse de fondo es PORVENIR, al tratarse de una actuación ajena e 
imponible a la AFP que represento, pese a lo anterior, manifiesto que mi representada AFP 
COLFONDOS S.A. SE OPONE, a que se declare lo solicitado por la demandante, ya que no 
existen presupuestos de hecho ni de derecho para despachar favorablemente esta pretensión. 
 
Aún más y no lo menos importante, debe tenerse en cuenta la sentencia, SL2702-2023, emitida 
por la Corte Suprema de Justicia, se reitera que la ineficacia de la afiliación se deriva del 
incumplimiento del deber de información, en virtud de lo cual resulta posible que las cosas 
retornen al mismo estado en que se encontraban de no haber mediado este acto. Sin embargo, 
se expone que, aunque las AFP tienen el deber de brindar esta información y, en consecuencia, 
la carga de probar su cumplimiento, la figura de la ineficacia de la afiliación no es aplicable 
cuando la afiliación que se discute fue una vinculación inicial al Régimen Pensional, 
situación que aquí ocurre, ya que como se evidencia en la historia laboral del demandante, su 
afiliación única y exclusivamente ha sido ante Colfondos 
 
CUARTA: Si bien esta pretensión no está dirigida en contra de mí representada, lo cierto es que, 
quien debe pronunciarse de fondo es COLPENSIONES, al tratarse de una actuación ajena e 
imponible a la AFP que represento, pese a lo anterior, manifiesto que mi representada AFP 
COLFONDOS S.A, SE OPONE, a que se declare lo solicitado por la demandante, ya que no 
existen presupuestos de hecho ni de derecho para despachar favorablemente esta pretensión. 
 
QUINTA: ME OPONGO, a que mi defendida deba pagar indemnización por daños y perjuicios a 
la demandante en razón a que es necesario recordar lo establecido en la Ley 100 de 1993 y el 
numeral 1° del artículo 97 del Decreto 663 de 1993. 
 
Se hace necesario mencionar que el deber de información, en tanto se origina en el resultado 
del diseño del Legislador, no es motivo para que sea atribuirles a las AFP la responsabilidad 
frente al pago de dicha indemnización alguna. 
 
En efecto, el deber de información por parte de las AFP se hace exigible atendiendo a la norma 
vigente para cada caso en concreto y al tratarse de un deber que tiene fuente legal, comoquiera 
que es el legislador quien expresamente lo consagró y delimitó su alcance, rige la prohibición de 
aplicar retroactivamente la ley, de manera que la conducta de las AFP debe juzgarse según el 
parámetro de comportamiento determinado por el ordenamiento vigente al tiempo en el que 
debió observarse. En ese orden, resulta relevante traer a colación lo que la Sala de Casación 
Laboral de la Corte señaló en la sentencia SL1452-2019. 
 
En la primera de las etapas, prevista antes de la modificación introducida por la Ley 797 de 
2003, el contenido de la obligación de información que le era exigible a las AFP estaba definido, 
principalmente, por el literal b) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, y por el numeral 1° del 
artículo 97 del Decreto 663 de 1993. 
 
En este contexto, la primera de las normas mencionadas prevé que “la selección de uno 
cualquiera de los regímenes previstos por el artículo anterior es libre y voluntaria por 
parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará por escrito su elección al momento 
de la vinculación o del traslado. El empleador o cualquier persona natural o jurídica 
que desconozca este derecho en cualquier forma, se hará acreedor a las sanciones de 
que trata el inciso 1o. del artículo 271 de la presente ley”. Por su parte, el numeral 1° del 
artículo 97 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (Decreto 663 de 1993), establecía que 
las “entidades vigiladas deben suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la 
información necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de 
suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores 
opciones del mercado”. 
 
En consecuencia, se destaca que la obligación de información, en el periodo comprendido entre 
1993 y 2003, consistía en comunicarles a los potenciales afiliados toda la información que tuviera 
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por objeto: (i) lograr una selección libre y voluntaria del régimen pensional al que quisieran 
pertenecer; y (ii) garantizar la transparencia de la operación. Su alcance se limitaba, entonces, 
a poner en conocimiento de los afiliados todos los hechos o circunstancias relativos al traslado 
al RAIS, en aras de que el afiliado contara con los elementos de juicio necesarios para que, de 
manera autónoma, pudiera valorar y comparar las distintas alternativas que le ofrecía el 
mercado y así decidir, de forma libre y voluntaria, si optaba por permanecer vinculado al RPM, 
o si, por el contrario, le resultaba más provechoso trasladarse al RAIS. Por consiguiente, se 
estima que el deber de información a cargo de las AFP se satisfacía al comunicarle al afiliado, de 
forma clara, completa y veraz: (i) en qué consistía, cómo operaba y cuáles eran las 
características propias del RAIS; (ii) los requisitos que debían cumplirse para obtener una 
pensión en este régimen; (iii) las distintas modalidades de pensión a las que podía aspirar; y 
(iv) los derechos y las obligaciones que surgían para el afiliado. 
  
SEXTA: ME OPONGO, a la condena ultra y extra petita, porque de los hechos de la demanda 
no existen derechos que puedan reconocerse con las facultades ultra y extra petita del Juez 
Laboral. Además, ha de tenerse en cuenta que la actora desde el momento de la demanda debió 
haber formulado las pretensiones que pretenda hacer valer de forma clara y precisa, máxime 
que actúa bajo apoderado judicial. 
 
SÉPTIMA: ME OPONGO, las costas dependen de la prosperidad de las pretensiones incoadas 
contra mi defendida y como no existe fundamento para que estas prosperen, me opongo al pago 
de las mismas y antes bien, se solicita la condena en costas a cargo de la parte actora, como 
quiera que el proceder de mi representada ha sido probo y conforme a la Ley. COLFONDOS S.A. 
siempre ha actuado con la buena fe que se presume de toda personal natural y jurídica por 
mandato constitucional, en la relación de afiliación que lo vínculo con la hoy demandante, aún 
más cuando se debe verificar la calidad en la que actúa mi defendida. 
 
 

HECHOS, FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO DE DEFENSA. 
 
A partir del pronunciamiento expreso y concreto sobre las pretensiones y cada uno de los hechos 
de la demanda, el cual por parte de esta defensa se orienta a probar que al demandante no le 
asisten presupuestos de hecho ni de derecho para que este honorable despacho acceda a lo 
pretendido, me permito expresar señor Juez, que sustento la presente contestación de demanda 
en los siguientes hechos, fundamentos y razones de derecho: 
 
La parte actora suscribió de manera libre, consciente y voluntaria, sin ningún vicio de 
consentimiento, solicitud de vinculación y/o traslado al fondo de cesantías y pensiones 
obligatorias administrado por COLFONDOS S.A., en el año 1997. 
 
La asesoría realizada por mi defendida, informó a la  demandante al momento de la afiliación 
que el valor real de la pensión sería determinado una vez se cumplieran los requisitos para 
acceder a la pensión, igualmente, la asesoría ofrecida a la demandante contempló la posibilidad 
de optar por una pensión a la edad que escogiera, siempre y cuando contara con el capital 
suficiente que le permitiera financiar una pensión superior al 110% de una salario mínimo legal 
mensual vigente, tal como lo establece el artículo 64 de la Ley 100 de 1993 y en el evento de 
no cumplir con el capital requerido podría acceder a la figura de Garantía de Pensión Mínima de 
Vejez, siempre y cuando cumpliera con los requisitos de edad y semanas exigidos en el artículo 
65 de la Ley 100 de 1993. Así mismo, dicha asesoría contempló la posibilidad de acceder a unos 
excedentes de libre disponibilidad, el factor de la herencia, la posibilidad de realizar aportes 
voluntarios, entre otras ventajas. 
 
Aún más la parte demandante, es una persona mentalmente estructurada que podía sopesar las 
ventajas y desventajas que tenía estando en determinados regímenes, conforme fue explicado 
por los asesores de mi defendida, es decir, las condiciones que cambiarían al trasladarse del 
Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 
 
No obstante, es pertinente traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un 
conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información 
y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber de 
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información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría. (….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
 

Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
 
A su vez, a la sentencia SL2702-2023 del siete (7) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 
dictada por la Corte Suprema de Justicia. En esta sentencia se reitera que la ineficacia de la 
afiliación se deriva del incumplimiento del deber de información, en virtud de lo cual resulta 
posible que las cosas retornen al mismo estado en que se encontraban de no haber mediado 
este acto. Sin embargo, se expone que, aunque las AFP tienen el deber de brindar esta 
información y, en consecuencia, la carga de probar su cumplimiento, la figura de la ineficacia de 
la afiliación no es aplicable cuando la afiliación que se discute fue una vinculación inicial al 
Régimen Pensional. 
 
En criterio de esta Corporación, lo que se deriva del incumplimiento del deber de información es 
la ineficacia y no la nulidad del acto de traslado; es decir, la exclusión de todos los efectos 
jurídicos, de esta manera, el análisis « [...] debe abordarse desde la institución de la ineficacia 
en sentido estricto y no desde el régimen de nulidades sustanciales, salvo en lo relativo a sus 
consecuencias prácticas (art. 1746 CC)» (CSJ SL610-2023). 
 
En lo relativo a la carga de la prueba, la Corte ha argumentado que las administradoras de 
pensiones están obligadas a procurar una ilustración integral a fin de que las personas, tengan 
el conocimiento suficiente para adoptar la decisión más conveniente. 
 
En este sentido, si se discute el cumplimiento de esta obligación por parte de una AFP, a esta 
entidad CSJ SL1452-2019 y CSJ SL782-2021 le corresponde demostrar que cumplió con el deber 
de asesoría e información a quienes tienen la intención de cambiar de régimen. Tampoco se 
desconoce que la obligación de información de las administradoras de pensiones ha ido 
adquiriendo un mayor nivel de exigencia con el paso del tiempo. 
 
En virtud de lo anterior, cuando se declara la ineficacia de la afiliación por incumplimiento del 
deber, resulta posible que las cosas retornen al mismo estado en que se encontraban de no 
haber mediado este acto. Sin embargo, ese criterio varía para el caso de las personas que 
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hicieron una selección inicial, pues no existió un estado previo de cosas al que fuera posible 
regresar, dado que no había una vinculación previa al Sistema General de Pensiones. 
 
En conclusión, si bien es cierto la teoría de la ineficacia del traslado se basa en la necesidad de 
que exista una vinculación informada a la administradora de pensiones, el precedente tiene una 
finalidad específica, que no aplica a quienes hicieron como selección inicial al Régimen de Ahorro 
individual. 
 
Así mismo, la ley 100 de 1993 en sus artículos 5 y 13 establece lo siguiente:  
 

• Ley 100 de 1993. 
 
Art. 13: Características del Sistema General de Pensiones. El Sistema General de Pensiones tendrá 
las siguientes características: (...) b) La selección de cualquiera de los regímenes previstos por el 
artículo anterior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará por 
escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado. El empleador o cualquier persona 
natural o jurídica que desconozca este derecho en cualquier forma, se hará acreedor a las sanciones 
de que trata el inciso 1o. del artículo 271 de la presente Ley. 
 
Artículo 5. Régimen de ahorro individual con solidaridad.  
En el régimen de ahorro individual con solidaridad, los afiliados tienen una cuenta individualizada, 
en la cual se abona el valor de sus cotizaciones y las de su empleador, las cotizaciones voluntarias, 
los bonos pensionales y los subsidios del Estado si hubiere lugar a ellos, más todos los rendimientos 
financieros que genere la cuenta individual.  
 
El monto de la pensión es variable y depende entre otros factores, del monto acumulado en la cuenta, 
de la edad a la cual decida retirarse el afiliado, de la modalidad de la pensión, así como de las 
semanas cotizadas y la rentabilidad de los ahorros acumulados. 
 
Podrán seleccionar este régimen todos los trabajadores actuales del sector privado y los servidores 
públicos, que tengan vinculación contractual, legal o reglamentaria, los trabajadores independientes, 
las personas que se vinculen laboralmente con posterioridad a la vigencia del sistema general de 
pensiones previsto en la ley 100 de 
1993, y en general cualquier persona natural que no haya sido expresamente excluida de este 
régimen. 
 
Quienes al 1° de abril de 1994 tengan cincuenta y cinco (55) años o más de edad si son hombres o 
cincuenta (50) años o más de edad si son mujeres, podrán seleccionar el régimen de ahorro individual 
con solidaridad, en cuyo caso deberán cotizar por lo menos quinientas (500) semanas en el nuevo 
régimen. En este evento será obligatorio para el empleador efectuar los aportes correspondientes. 
 
Están excluidos de este régimen quienes se encuentren pensionados por invalidez por el ISS o por 
cualquier fondo, caja o entidad de previsión del sector público. 
 
Las personas que cumplan los requisitos para seleccionar el régimen de ahorro individual con 
solidaridad no podrán ser rechazadas por las administradoras del mismo. 

 
Artículo 13. Permanencia de la afiliación. La afiliación al sistema general de pensiones es 
permanente e independiente del régimen que seleccione el afiliado. 
Dicha afiliación no se pierde por haber dejado de cotizar durante uno o varios períodos, pero podrá 
pasar a la categoría de afiliados inactivos, cuando tenga más de seis meses de no pago de 
cotizaciones. 
 
• Decreto 3995 de 2008 
 
Artículo 2°. Afiliación válida en situaciones de múltiple vinculación. Está prohibida la múltiple 
vinculación. El afiliado sólo podrá trasladarse en los términos que establece la 
Ley 797 de 2003. Cuando el afiliado cambie de régimen o de administradora antes de los términos 
previstos en la ley, esta última vinculación no será válida y el afiliado incurrirá en múltiple vinculación. 
La vinculación válida será la correspondiente al último traslado que haya sido efectuado con el 
cumplimiento de los términos legales antes de incurrir en un estado de múltiple vinculación. 
 
Para definir a qué régimen pensional esta válidamente vinculada una persona que se encuentra en 
estado de múltiple vinculación al 31 de diciembre de 2007, se aplicarán, por una única vez, las 
siguientes reglas: 
 
Cuando el afiliado en situación de múltiple vinculación haya efectuado cotizaciones efectivas, entre 
el 1° de julio y el 31 de diciembre de 2007, se entenderá vinculado a la administradora que haya 
recibido el mayor número de cotizaciones; en caso de no haber realizado cotizaciones en dicho 
término, se entenderá vinculado a la administradora que haya recibido la última cotización efectiva. 
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Para estos efectos, no serán admisibles los pagos de cotizaciones efectuados con posterioridad a la 
fecha de entrada en vigor de este decreto. 
 
Cuando el afiliado no haya efectuado ninguna cotización o haya realizado el mismo número de 
cotizaciones en ambos regímenes entre el 1° de julio y el 31 de diciembre de 2007, será válida la 
última vinculación efectuada dentro de los términos legales antes de la situación de múltiple 
vinculación. 
 
Las reglas previstas en este artículo también aplicarán a aquellos afiliados que se encuentran 
registrados en las bases de datos de los dos regímenes por no haberse perfeccionado el traslado de 
régimen. 

 
Artículo 12. Traslado de personas con menos de 10 años para cumplir la edad para tener derecho 
a pensión. Las personas vinculadas al RAIS a las que les falten menos de 10 años para cumplir la 
edad para la pensión de vejez del Régimen de Prima Medía, podrán trasladarse a este únicamente si 
teniendo en cuenta lo establecido por las Sentencias C-789 de 2002 y la C-1024 de 2004, recuperan 
el régimen de transición. La AFP a la cual se encuentre vinculado el afiliado que presente la solicitud 
de traslado, deberá remitir toda la información necesaria para que el ISS realice el cálculo respectivo 
conforme a lo señalado en el artículo 7° del presente decreto. Una vez recibida la información contará 
con 20 días hábiles para manifestar si es viable el traslado. 
 

 
1-. Sobre el deber de asesoría de conformidad con el mandato de la Superintendencia 

Financiera  
 
Inicialmente es necesario traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina un conjunto 
de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber de información y asesoría 
de los fondos privados, a saber: 
 

“(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de exigencia, es así como 
identificó tres etapas, conforme a las normas que han regulado el tema, las cuales clasifica en tres 
periodos a saber: i) desde 1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en 
adelante. (…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación relativa al deber 
de información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones de suministrar información 
necesaria y transparente, de asesoría, buen consejo y doble asesoría.(….)” (Negrilla fuera de texto) 

 
En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría, según la fecha de afiliación del 
accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas que deben allegarse para 
acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo improcedente que se requiera a Colfondos 
acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre regímenes que 
jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio 
de la actividad de afiliación al fondo. 
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con la obligación 
de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación de forma general y 
abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión de la Ley 100 de 1993 los ítems, 
temas y comparativos que debía comprender la obligación de asesoría por parte de la AFP para 
entenderse transparente, clara y completa.  
 
Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad que solo nace por medio del 
avance jurisprudencial, y que fue omitida por el legislador desde la creación de la Ley 100. 
 
En consecuencia, quien determinó que entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama 
judicial, tal y como se puede evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo: 
 

Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los 
usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en 
las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 

 
De conformidad con el mandato de la Superintendencia Financiera sobre el deber de información 
que tiene una administradora, debe advertirse que la existencia del deber de asesoría, es solo 
hasta la expedición de la Ley 1748 de 2014 y el Decreto 2071 de 2015, es claro que el deber 
legal de las administradoras de “poner a disposición de sus afiliados herramientas financieras 
que les permitan conocer las consecuencias de traslado”, que en los traslados realizados por 
fuera de la vigencia de estas disposiciones no se les puede exigir que demuestren circunstancia 
sobre las cuales no había obligatoriedad, como argumento para responsabilizarlas sobre 
circunstancias que son única y exclusivamente responsabilidad del afiliado. 
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2-. El deber de doble asesoría para afiliados a partir del 2014 

 
El deber de asesoría no sólo se observa en relación con la afiliación de la persona, sino también 
al momento que desea trasladarse de régimen, pues es importante que la AFP ilustre al afiliado 
en las implicaciones que conlleva el traslado al RPM. De este deber  surge la expedición de la 
Ley 1748 de 2014, que en el parágrafo primero de su artículo 2 señala: 
 

“(…) Adicionar un inciso 2o al artículo 9o de la Ley 1328 de 2009, que regula el contenido mínimo de 
la información al consumidor financiero, cuyo texto es el siguiente: 
 
En desarrollo de lo anterior, las Administradoras del Sistema General de Pensiones deberán 
garantizar que los clientes que quieran trasladarse entre regímenes pensionales, reciban asesoría de 
representantes de ambos regímenes, como condición previa para que proceda el traslado entre 
regímenes. Lo anterior de conformidad con las instrucciones que para el efecto imparta la 
Superintendencia Financiera de Colombia. (…)”. 

 
Se resalta que esta doble asesoría es condición previa al traslado, por lo que la falta de esta 
acarrea la nulidad mismo, así lo ha puesto de presente la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia en Sentencia con radicado No 33083. 
 
Ahora bien, dicha invalidez sólo se podrá observar cuando se incumpla el deber de doble asesoría 
en virtud de lo expuesto anteriormente, por lo tanto, al allegarse por Colfondos las pruebas de 
la misma, es claro que el demandante toma una decisión informada, y en señal de ello suscribe 
el Formulario de Vinculación o Traslado, manifestando pleno conocimiento y consentimiento en 
el proceso de la vinculación, ya que con su firma deja constancia expresa de su escogencia libre, 
espontánea y sin presiones; de manera que no puede ahora aducir válidamente falta de asesoría 
o información brindada en su momento por parte del asesor de la AFP. 
 
Con la expedición de la Ley 797 de 2003, su artículo 2, modificatorio del literal e) del artículo 13 
de la Ley 100 de 1993, se estableció que después de un año de la vigencia de la ley, el afiliado 
no podría trasladarse de régimen cuando le faltaren 10 años o menos para cumplir la edad para 
tener derecho a la pensión de vejez. Dicho año posterior a la vigencia de la ley, se le conoce 
como año de gracia, y permite a las personas que faltándoles 10 años o menos para cumplir la 
edad para pensionarse, trasladarse por una única vez de régimen. 
 
Con el fin de garantizar el derecho al año de gracia, las AFP previo mandato de la 
Superfinanciera, notificaron personalmente a cada afiliado de la posibilidad que tenían de 
trasladarse cumpliendo el deber de asesoría. Como dichos afiliados fueron informados, no podrán 
aducir que las condiciones en el RPM hubieran sido mejores, buscando invalidar la afiliación en 
el RAIS, pues ya tuvieron la posibilidad de trasladarse nuevamente, tras haber sido informados 
en virtud del deber de asesoría que tienen las AFP. 
 
La sanción impuesta por el ordenamiento jurídico a la afiliación desinformada es la ineficacia en 
sentido estricto o exclusión de todo efecto al traslado al RAIS, sin embargo, en razón a que la 
AFP ha cumplido con su deber de asesoría junto con la administradora del RPM, la persona 
contaba con la capacidad de sopesar los argumentos sobre los beneficios de traslado de régimen 
que le brindó el asesor a fin de determinar si realmente le convenía o no la toma el RAIS sin que 
hubiese existido omisión alguna de Colfondos, pretendiendo lograr con esta demanda un traslado 
extemporáneo, disfrazado de nulidad. 
 

3-. Afiliación libre y espontánea de la parte demandante  
 
Los afiliados al Sistema de Seguridad Social Integral, según nuestro ordenamiento jurídico, 
gozan del derecho de “libre escogencia”, pues de conformidad con lo establecido en el artículo 
13 de la Ley 100 de 1993, la selección de regímenes previstos por la Ley, es decir el Régimen 
de Prima Media con Prestación Definida – RPM o el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad 
– RAIS, es libre y voluntaria por parte de toda persona, quien debe manifestar por escrito su 
elección al momento de la vinculación o del traslado. Hecho que se realiza con el diligenciamiento 
del formulario de afiliación al fondo de su Selección. 
 
En relación con la libertad de escogencia que tienen los afiliados, la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-789 de 2002, señaló lo siguiente: 
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“(…) En el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 al cual pertenecen los incisos demandados, se configura 
un régimen de transición en pensiones, que hace parte de las instituciones pertenecientes a la 
prestación social denominada pensión de vejez.  
 
A su vez el Sistema General de Pensiones contempla dos regímenes solidarios excluyentes pero que 
coexisten, a saber: el régimen solidario de prima media con prestación definida o tradicional del ISS 
y el régimen de ahorro individual con solidaridad. Es importante resaltar que tanto los trabajadores 
del sector público como lo del sector privado puede elegir libremente entre cualquiera de estos dos 
regímenes que estimen más conveniente” (…) (Negrita fuera del original). 

 
Este derecho que es a la vez un principio rector de la Seguridad Social se refiere no solo al 
régimen pensional: RPM o RAIS, si no a las entidades o Fondos Administradores, en uno u otro 
sistema. En tal virtud, cuando una persona elige de manera libre y voluntaria la AFP a la cual 
desea pertenecer, decisión en la cual va implícita la elección de régimen, debe efectuar el 
diligenciamiento del formulario de afiliación correspondiente, para lo cual utiliza documentos 
proforma aprobados por la Superintendencia Financiera - Superfinanciera a través de las 
Circulares 034 y 037 de 1994, cuyo contenido cumple con los requisitos establecidos en el 
artículo 11 del Decreto 692 de 1994. 
Sobre este punto de la voluntad de elección y la toma de decisión libre y voluntaria por parte de 
cada persona ha querido hacer especial énfasis la Superfinanciera, razón por la cual, en la 
proforma aprobada por dicha entidad existe una casilla especial que contiene la declaración 
expresa de que la persona obra con la cognición de haber ejecutado una elección libre y 
voluntaria. 
 
En efecto, el artículo 13 de la Ley 100 de 1993 dispone: “El Sistema General de Pensiones tendrá 
las siguientes características:  
 

a. La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo anterior es libre 
y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará por escrito su elección 
al momento de la vinculación o del traslado. El empleador o cualquier persona natural o 
jurídica que desconozca este derecho en cualquier forma, se hará acreedor a las 
sanciones de que trata el inciso 1 del artículo 271 de la presente ley. 
 

Este artículo establece lo siguiente: “La selección del régimen implica la aceptación de las 
condiciones propias de éste, para acceder a las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, 
y demás prestaciones económicas a que haya lugar. La selección de uno de cualquiera de los 
regímenes previstos en los artículos anteriores es libre y voluntaria por parte del afiliado. 
Tratándose de trabajadores con vinculación contractual, legal o reglamentaria, la selección 
efectuada deberá ser informada por escrito al empleador al momento de la vinculación o cuando 
se traslade de régimen o de administradora, con el objeto de que éste efectué las cotizaciones 
a que haya lugar. Quienes decidan afiliarse voluntariamente al sistema manifestarán su decisión 
al momento de vincularse a una determinada administradora 
 
Hay que resaltar que en la medida en que la selección de régimen y administradora es un acto 
que concierne exclusivamente a la voluntad libre y espontánea del trabajador, se consagró como 
requisito que dentro del respectivo formulario se dejara una manifestación expresa sobre tales 
condiciones, la cual se respalda con la firma del trabajador mismo. 
 
De igual forma se considera importante señalar que una vez suscrita la solicitud de vinculación 
a las AFP, el afiliado acepta y se compromete a todas las normas, condiciones y requisitos del 
RAIS, tal como lo consagra el artículo 11 del Decreto 692 de 1994, de acuerdo con el cual: 
 

“ARTICULO 11. DILIGENCIAMIENTO DE LA SELECCIÓN Y VINCULACION. La selección de régimen 
implica la aceptación de las condiciones propias de éste, para acceder a las pensiones de vejez, 
invalidez y sobrevivientes, y demás prestaciones económicas a que haya lugar. (…)” 

 
Ahora bien, la ley en aras de proteger al cotizante del régimen de seguridad social en pensiones 
ha establecido un periodo de cinco (5) días hábiles desde la fecha en la cual manifestó la 
correspondiente selección, para que éste pueda retractarse de su decisión de escogencia del 
régimen (derecho de retracto), como así lo establece el artículo 3 del Decreto 1161 de 1994, 
derecho que en su oportunidad la demandante no ejerció. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, mi representada informó de manera adecuada y completa al 
demandante, con anterioridad a su vinculación a COLFONDOS S.A., acerca de las condiciones 
bajo las cuales opera el RAIS.  
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4-. Derecho de retracto  
 
Adicionalmente, la parte demandante no hizo uso del derecho de retractarse de la afiliación al 
Fondo de Pensiones administrado por mí representada, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 3 del Decreto 1161 de 1994, manifestando por escrito su decisión, en ese sentido, dentro 
de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de su vinculación e incluso no hizo uso de su 
derecho de trasladarse de régimen pensional, de manera que decidió permanecer en él. 
 
De lo anterior se puede observar que la Ley otorga un tiempo prudencial para que afiliado se 
retracte de su decisión en aras de respetar su derecho a la libertad de escogencia de régimen o 
de administradora en ambos regímenes, con el fin de que después no pueda alegar la nulidad o 
invalidez de la afiliación afectando la estabilidad del sistema. No puede entonces alegar el 
demandante la nulidad de la afiliación, teniendo en cuenta de que tuvo el derecho de retracto 
cinco días después de la afiliación, derecho que no ejerció. 
 
 

5-. Sobre la nulidad de la afiliación y/o vicio del consentimiento  
 
Ahora bien, en cuanto a los vicios del consentimiento se refiere y siguiendo la lectura del artículo 
1508 del Código Civil son el error, la fuerza y el dolo. La parte demandante NO especifica 
claramente en qué consistió la acción viciada. 
 
Si se estaba refiriendo a error de derecho, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 
1509 ídem no produce vicio del consentimiento.  
 
Si se refirió al error de hecho, por virtud de lo señalado en el artículo 1510 del mismo estatuto 
civil, sólo vicia el consentimiento cuando se yerra en cuanto a la especie del acto o contrato, o 
sobre la identidad de la cosa específica. Errores que no aparecen como cometidos en el contrato 
celebrado por la parte demandante y COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, ya que la 
parte demandante sí pretendió afiliarse al Fondo de Pensiones perteneciente al Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad.  
 
En efecto, en sentencia del 18 de mayo de 2010, el Juzgado 5 laboral del Circuito de Bogotá, al 
estudiar un caso similar al presente, señaló que: 
 

“(…) Como se trata de comprobaciones subjetivas, es necesario entonces tener en cuenta las 
circunstancias específicas de cada parte, para deducir si las maniobras fueron suficientemente 
elaboradas de una parte y sí tenían la capacidad suficiente de engañar a la otra parte. 
Adicionalmente, se requiere que las argucias o maniobras empeladas por la otra parte, sean 
contrarias al orden social, la buena fe, la moral y las buenas costumbres, y que sin la presencia de 
dichas maniobras la parte afectada no hubiera contratado. Ahora bien, es preciso referir que los 
vicios del consentimiento, error, fuerza y dolo, no surgen en abstracto sino que deben provenir de 
hechos que de manera clara afecten el consentimiento de modo que, de no existir ellos, la declaración 
de voluntad no se habría emitido; siendo imperioso para los actores acreditar su causación y efectos, 
a fin de dar viabilidad a las pretensiones de la demanda (…) Es principio general del derecho, que la 
ignorancia de la ley no sirve de excusa (art.6 C.C.) luego el desconocimiento o ignorancia de los 
preceptos legales y la presunta falta de información por parte de las administradoras, no puede ser 
considerada como un engaño que amerite la declaración del dolo como vicio del consentimiento (…)” 
(Proceso de Myriam Garcés contra Porvenir S.A. fallo absolutorio del 18 de mayo de 2010). 

 
Al respecto de la pretensión de nulidad deprecada, se pronunció la Honorable Corte Suprema de 
Justicia – Sala de Casación Laboral, en sentencia de 20 de septiembre de 2017. Radicación n.° 
48234, Magistrado Ponente; Doctor Fernando Castillo Cadena, en esta oportunidad el Alto 
Tribunal sustentó lo siguiente:  
 

” (…) El caso sometido a debate constitucional fue definido por la Sala Laboral del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bogotá, el cual, mediante sentencia de 21 de marzo de 2017, revocó la decisión 
del juzgado que había accedido a las pretensiones de la demanda encaminadas a declarar la nulidad 
del traslado al RAIS con el Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A.  
 
Para arribar a tal determinación, el colegiado fijó como problema jurídico «determinar si hay lugar a 
declarar la nulidad de la afiliación al régimen de ahorro individual, y en consecuencia, la nulidad del 
traslado del régimen de prima media al régimen de ahorro individual».  
 
Posteriormente, se remitió a las pruebas aportadas al proceso que consideró relevantes, al marco 
normativo y jurisprudencial que entendió aplicables, de las cuales estableció que «la demandante se 
trasladó del régimen de prima media con prestación definida al régimen de ahorro individual con 
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solidaridad, conforme al formulario que se aprecia a folio 90 de expediente, el 8 de septiembre de 
1999; que la actora era beneficiaria del régimen de transición por cuanto al 1 de abril de 1994, 
contaba con 37 años de edad; que cuando se trasladó a régimen de ahorro individual con solidaridad 
sometió su aspiración pensional a las disposiciones, requisitos y parámetros contenidos en la ley 100 
de 1993 y para esa fecha tenía 42 años de edad. No estaba incursa en las causales de prohibición 
señaladas, de exclusión, señaladas en el artículo 61 de la ley 100 de 1993, por cuanto a la entrada 
en vigencia del sistema no tenía 55 años de edad, ni gozaba de una pensión por invalidez.  
 
Derivó que el formulario de afiliación se suscribió por la demandante de manera «voluntaria», y que 
allí mismo se registró la información sobre el régimen de transición y del retracto, entre otros; que 
las administradoras informaron a través de los medios de comunicación escritos, la oportunidad de 
regresar al régimen de prima media y el plazo de gracia concedido por la ley para ese propósito; con 
relación a los vicios del consentimiento, con base en el interrogatorio de parte que absolvió la actora 
y la prueba testimonial, anotó que no se demostró que hubiera sido «presionada o engañada al 
momento de suscribir tal solicitud ni la de traslado, con lo que se pudiera concluir que su 
consentimiento estuvo viciado por un error de hecho, fuerza o dolo […]», pues aceptó la realización 
de reuniones, de manera general e individual, con los asesores de los fondos de pensiones, en las 
que recibieron información sobre los aspectos mencionados. 
 
Consideró relevante que la promotora se trasladó entre fondos de pensiones en el año 2001 y que 
en los formularios se dejó constancia «de que se le había entregado la información sobre las 
particularidades del régimen de transición el derecho al retracto, situaciones sobre las que no se 
hubiera dejado la constancia si no se hubieran recibido», con fundamento en lo cual concluyó que 
«la falta de asesoría se desvirtúa en el presente caso porque si bien no fue escrita si fue de manera 
verbal y esa connotación no le quita el carácter de asesoría». 
 
Con base en las reglas de la experiencia y la sana crítica, señaló que «no resulta razonable que 
alguno de los contratantes preste su consentimiento a compromisos y obligaciones que le 
ocasionen alguna clase de perjuicios, lo que descarta que el demandante no hubiera 
recibido ninguna clase de información respecto del cambio del régimen pensional, pues 
como es bien sabido es deber de quien decide efectuar esta clase de actuaciones, definir 
las condiciones y términos de los mismos, las ventajas y desventajas que traerán sus 
determinaciones». 
 
Añadió que «si en gracia de discusión se aceptara que la demandante incurrió en un error 
para la toma de su decisión, dicho error es de derecho porque de acuerdo a la definición 
doctrinal se refiere “a la existencia, naturaleza o extensión de los derechos que son objeto 
de negocio jurídico”; para el caso concreto el error en que incurrió la demandante por el 
supuesto mal asesoramiento, se relaciona con la naturaleza del régimen de ahorro 
individual que le otorgaba unos derechos diferentes a los que tenía si hubiese permanecido 
en el régimen de prima media», lo cual apoyó en el artículo 1509 del Código Civil. 
 
Con respecto al argumento de la actora, en cuanto al perjuicio generado por el monto de la pensión 
en uno y otro régimen y la falta de información en tal sentido, expresó que este aspecto «se define 
al momento de cumplir los requisitos de pensión y no al momento de la afiliación, en la medida en 
que dicho monto depende de varios factores: 
 
En el régimen de prima media, del tiempo de cotizaciones, los salarios base de cotización y, en el 
régimen de ahorro individual, de los aportes a la cuenta de ahorro individual más bonos pensional 
etcétera, por lo que cualquier proyección que se realice al momento de la afiliación, es solo eso, una 
proyección que puede ser afectada por varias variables»; luego de lo cual concluyó: 
 
En consecuencia, la sala no encuentra afectado el acto voluntario y libre del traslado del régimen de 
prima media al régimen de ahorro individual realizado por la demandante; primero, porque con el 
traslado no se incurrió en ninguna prohibición legal que lo impidiera; segundo, a la fecha del traslado 
el demandante no tenía derechos adquiridos entendidos como aquellos que se consolidan una vez se 
han cumplido todos los presupuestos normativos exigidos bajo el imperio de una ley; tercero, porque 
el error de derecho no es causal de nulidad de los actos que generan derechos y obligaciones; cuarto, 
por la voluntad de permanencia en el régimen de ahorro individual, que se reafirma con el gran 
número de semanas cotizadas con posterioridad a su afiliación. 
 
Lo anterior permite colegir que la providencia que se pretende atacar por esta vía no es arbitraria o 
caprichosa, ni está desprovista de sustento jurídico; por el contrario, se apoyó en un razonable 
análisis de la situación fáctica y jurídica sometida al escrutinio del fallador accionado, que lo llevó a 
estimar, en el caso concreto, que no se demostraron maniobras engañosas o que la asesoría 
suministrada a la actora al momento de realizar el traslado de régimen, fuera insuficiente, aspectos 
que derivó del interrogatorio de parte a la demandante y el testimonio que se recibió en el juicio, 
conclusión que en manera alguna se puede controvertir a través de esta acción de tutela, so pena 
de transgredir los principios de autonomía e independencia judicial, previstos en los artículos 228 y 
230 de la Constitución Política (…) ”. (Negrillas y cursivas fuera del texto). 
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6-. La parte demandante no es beneficiaria del Régimen de Transición  
 
La demandante no es beneficiaria del régimen de transición. El demandante no era beneficiario 
del régimen de transición, por razón de la edad, por lo que la afiliada tampoco sería beneficiario 
del régimen de transición, tal y como lo advierte el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, así: 
“Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el régimen de ahorro individual con 
solidaridad decidan cambiarse al de prima media con prestación definida”.  
 
Lo anterior, tiene su explicación lógica, y es precisamente el no poder aplicar una normatividad 
anterior a la Ley 100 de 1993 a los fondos privados que administran el régimen de ahorro 
individual con solidaridad.  
 
De igual manera, la demandante no tiene derecho a pensionarse bajo el régimen de transición 
porque no contaba con 15 o más años de servicios al 1º de abril de 1994 o 750 semanas 
cotizadas, ya que no cumple las condiciones señaladas en el artículo 3º del Decreto 3800 de 
2003 y el artículo 12 del Decreto 3995 de 2008, así como el Acto Legislativo 01 de 2005, y como 
se dijo, según los lineamientos trazados por las sentencias C – 789 de 2002 y C – 1024 de 2004, 
en conclusión, en el presente caso, no puede ordenarse el traslado automático al régimen de 
prima media con prestación definida, trayendo a colación el precedente jurisprudencial de la 
sentencia de unificación SU 062 de 2010, de la H. Corte Constitucional. Importantísimas razones 
para señalar que no es procedente su traslado automático o en cualquier tiempo al RPM, teniendo 
en cuenta precedentes jurisprudenciales de las sentencias C – 789 de 2002, SU 130 de 2013, 
SU 062 de 2010 y C – 1024 de 2004.  
 
En cuanto a la  conservación del Régimen de Transición la Corte Constitucional en Sentencia SU 
062-10 explicó “El tema de la posibilidad de traslado entre regímenes pensionales presenta 
particularidades importantes en el caso de las personas beneficiarias del régimen de transición 
pues, según el artículo 36 (incisos 4  y 5) de la ley 100 de 1993, la protección que otorga éste 
último se extingue cuando se escoge, inicialmente o por traslado, el régimen de ahorro 
individual, lo cual quiere decir que no se recupera por el ulterior cambio que se haga al régimen 
de prima media. Dice la disposición mencionada: 

  
“(…) Lo dispuesto en el presente artículo para las personas que al momento de entrar en vigencia el 
régimen tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años 
de edad si son hombres, no será aplicable cuando estas personas voluntariamente se acojan al 
régimen de ahorro individual con solidaridad, caso en el cual se sujetarán a todas las condiciones 
previstas para dicho régimen. 
  
Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el régimen de ahorro individual con 
solidaridad decidan cambiarse al de prima media con prestación definida (…)”. 

  
En otras palabras, los beneficiarios del régimen de transición tienen libertad para escoger el 
régimen pensional al que se desean afiliar y también poseen la facultad de trasladarse entre 
ellos, pero la escogencia del régimen de ahorro individual o el traslado que hagan al mismo trae 
para ellos una consecuencia: la pérdida de la protección del régimen de transición. En ese 
sentido, estas personas, para pensionarse, deberán cumplir necesariamente con los requisitos 
de la ley 100 de 1993 según el régimen pensional que elijan y no podrán hacerlo de acuerdo con 
las normas anteriores, aunque les resulten más favorables. 
  
Es evidente que, en el caso de las personas amparadas por el régimen de transición, el efecto 
del traslado tiene importantes repercusiones en el goce del derecho a la pensión de vejez y, por 
tanto, en el derecho fundamental a la seguridad social, ya que hace más exigentes las 
condiciones para acceder a la prestación referida. El traslado deja de ser entonces una simple 
cuestión legal y adquiere una relevancia constitucional innegable por estar en juego un derecho 
fundamental. 
 
Corolario a lo anterior, de igual, NO es posible su regreso al RPM por expresa 
prohibición del literal e) del artículo 2 de la Ley 797 de 2003, porque la demandante 
tiene en la actualidad 63 años, al respecto la norma ordena: ” e) Los afiliados al 
Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de pensiones que prefieran. 
Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán trasladarse de régimen por 
una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial. Después de 
un (1) año de la vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen 
cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a 
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la pensión de vejez de conformidad con el asunto que nos ocupa es importante resaltar 
lo manifestado por la Corte constitucional en Sentencia C-789/02, donde señaló:  
 

“(…) para la Corte es claro que el sistema de seguridad social en pensiones no tiene por 
finalidad preservar el equilibrio cuota-prestación, sino la debida atención de las 
contingencias a las que están expuestas los afiliados y beneficiarios, además porque el 
régimen de prestaciones de la seguridad social en pensiones no es un régimen contractual 
como el de los seguros privados sino, todo lo contrario, se trata de un régimen legal que 
de alguna manera se asienta en el principio contributivo en el que los empleadores y el 
mismo Estado participan junto a los trabajadores con los aportes que resultan 
determinantes de la cuantía de la pensión (…)”. 

 
7-. Inexistencia de engaño y de expectativa legitima  

 
De conformidad con el asunto que nos ocupa es importante resaltar lo manifestado por la Corte 
constitucional en Sentencia C-789/02, donde señaló:  

 
De ahí que los afiliados a la seguridad social no ostenten un derecho subjetivo a una cuantía 
determinada de las pensiones futuras, esto es, las pensiones respecto de las cuales no se 
ha producido el hecho que las causa.” (Resaltado y subrayado fuera de texto). 

 
Ahora bien, sobre las expectativas legítimas la Honorable Corte Constitucional en Sentencia 789 
de 2002 indica que:  
 

“(…) Se podría hablar de una frustración de la expectativa a pensionarse en determinadas condiciones 
y de un desconocimiento del trabajo de quienes se trasladaron al sistema de ahorro individual, si la 
condición no se hubiera impuesto en la Ley 100 de 1993, sino en un tránsito legislativo posterior, y 
tales personas se hubieran trasladado antes del tránsito legislativo. En tal situación, la nueva ley sí 
hubiera transformado –de manera heterónoma- la expectativa legítima de quienes estaban incluidos 
dentro del régimen de transición. Sin embargo, este no es el caso, y por lo tanto, lo que la Corte 
observa es que este grupo de personas, al renunciar al sistema de prima media con prestación 
definida simplemente no cumplieron los requisitos necesarios para acceder al régimen de transición 
(…)”.  

 
Como podemos observar, la jurisprudencia es clara sobre la posibilidad de traslado entre 
regímenes pensionales y la necesidad de la frustración de una expectativa legitima, la cual no 
se observa en el caso que nos ocupa, pues como lo venimos manifestando, la parte actora se 
vinculó al RAIS, el cual está expuesto en la Ley 100 de 1993, y no en un tránsito legislativo 
posterior, por lo que nunca se frustro la expectativa pensional del afiliado, pues simplemente 
decidió vincularse al RAIS. 
 
8-. Prescripción de la acción para solicitar la declaratoria de nulidad por el supuesto 

vicio del consentimiento por error 
 
Por último, un asunto de vital importancia es el que se refiere a la prescripción de la acción, si 
tenemos en cuenta que la nulidad de los actos debe demandarse dentro de un término 
expresamente señalado por la ley, que, en el presente caso, no fue tenido en cuenta por la hoy 
demandante. Así, en gracia de discusión si se llegara a la absurda conclusión de que la 
vinculación de la parte actora al régimen de ahorro individual con solidaridad se encuentra 
viciada de nulidad relativa por los vicios del consentimiento (dolo), es imperioso anotar al 
despacho que cualquier declaración de nulidad de dicho acto jurídico estaría actualmente 
prescrita conforme lo dispone el Artículo 1750 del Código de Civil, que reza en lo pertinente: “El 
plazo para pedir la rescisión durará cuatro años. Este cuatrienio se contará, en el caso de 
violencia, desde el día en que ésta hubiera cesado; en el caso de error o de dolo, desde el día 
de la celebración del acto o contrato.” En efecto, la posibilidad de declarar la nulidad de la 
afiliación al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad se encuentra sencillamente prescrita: 
así se desprende de la circunstancia de que se ha superado con creces o bien el plazo de tres 
años previsto en el artículo 151 del CPTSS; o bien el de cuatro años previsto en el artículo 1750 
del Código Civil en el caso de las nulidades relativas de los actos jurídicos – circunstancia a la 
que sin ninguna duda se asimilaría el consentimiento viciado - cuya aplicabilidad al menos en 
los asuntos laborales ha sido admitida por la jurisprudencia nacional: 
 

“(…) La nulidad absoluta se reduce a las causales contenidas en el artículo 1741 ibídem, esto es, el 
objeto ilícito, la causa ilícita, la omisión de ciertos actos o actos o contratos en consideración de la 
naturaleza de ellos y la incapacidad absoluta, mientras que en relación con la nulidad relativa esa 
misma disposición dispuso en su inciso final cualquiera otra especie de vicio produce nulidad relativa 
y da derecho a la rescisión del acto o contrato’, lo que se predica como derivados de una incapacidad 
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relativa o incapacidades particulares como por ejemplo, las que impone la ley a ciertas personas para 
ejecutar algunos actos, los emanados del consentimiento, valga decir, el error, el dolo y la fuerza, la 
lesión enorme en ciertos casos, etc.  
 
Es del caso agregar, que de haber existido un vicio que diera lugar a la única nulidad posible para el 
caso particular, esto es, la relativa, estaría vencido el plazo de cuatro años para pedir la rescisión o 
nulidad de contrato previsto en el artículo 1750 ibídem… (…)” (CSJ, Sala de Casación Laboral, 
sentencia de julio 14 de 2004, radicación 22.125, ponente Luis Javier Osorio López).  

 
Ahora bien, y si con posterioridad al traslado de régimen pensional las previsiones que tuvo en 
mente a decidir el traslado de régimen no se hubieren podido cumplir tal y como la demandante 
hubiera querido, esto es algo imprevisible, tanto para la parte afiliada como para la persona que 
asesoró en el diligenciamiento del formulario correspondiente, luego el no cumplimiento de las 
expectativas económicas no es motivo para afirmar que fue engañado o mal informado. 
 
9-. Inexistencia de la obligación de devolver el seguro previsional cuando se declara 
la nulidad y/o ineficacia de la afiliación por falta de causa y porque afecta derechos 

de terceros de buena fe. Art. 20 y 108 ley 100 de 1993  
 
De conformidad con el artículo 20 de la ley 100 de 1993, tanto en el Régimen de Prima Media 
como en el de Ahorro Individual el 3% del IBC de los afiliados al Sistema General de Pensiones, 
se destina a pagar la comisión de administración y el SEGURO PREVISIONAL, éste último se le 
paga mes a mes a una aseguradora para que en caso de que ocurra un siniestro por invalidez o 
sobrevivencia, dicha entidad pague la suma adicional necesaria para financiar la pensión de 
invalidez o sobrevivencia. A su turno, en el artículo 108 de la precitada ley se señalan las reglas 
y condiciones generales bajo las cuales deben operar "los seguros que contraten las 
administradoras para efectuar los aportes adicionales necesarios para financiar las pensiones de 
invalidez y sobrevivientes (…)".  
 
Así mismo, el Gobierno Nacional a través de los Decretos 876 y 1161 ambos de 1994, fijó las 
reglas particulares aplicables al seguro de invalidez y sobrevivencia, respecto de las cuales la 
Superintendencia Financiera impartió instrucciones a través del Capítulo II numeral 3.2 de la 
Circular Externa Básica Jurídica 007 de 1996. Del contexto de las normas enunciadas se infiere 
que la prestación a cargo de las aseguradoras en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad 
constituye un componente de las pensiones de invalidez y sobrevivencia, en la medida en que 
se concreta al pago de la suma adicional requerida para completar el capital que financie el 
monto de pensión por estos conceptos, y para que la aseguradora pague dicha suma adicional, 
mes a mes la Administradora de Fondos de Pensiones le paga un SEGURO PREVISIONAL 
proveniente del Ingreso Base de Cotización de los afiliados al Sistema General de pensiones.  
 
Así las cosas, en el hipotético evento que se declare la ineficacia de la afiliación al Régimen de 
Ahorro Individual y se condene a mi representada a devolver los dineros de la cuenta de ahorro 
individual a Colpensiones, únicamente será procedente la devolución de los aportes de la cuenta 
de ahorro individual más los rendimientos financieros generados con la buena gestión de 
COLFONDOS S.A., pero NO es procedente que se ordene trasladar lo concerniente a lo que mi 
representada descontó por SEGURO PREVISIONAL, toda vez que dicho porcentaje fue 
descontado con base en la Ley y fue girado directamente a la aseguradora prestante del servicio, 
quien es un tercero de buena fe.  
 
La Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, se ha pronunciado frente a los terceros de buena fe, 
cuando se declara la nulidad del negocio jurídico de la siguiente manera: «De todo ello se sigue 
que en virtud del negocio simulado pueden llegar a constituirse legítimos intereses en el 
mantenimiento de la situación aparente por parte de los terceros de buena fe. “…los terceros 
que no se pueden ver perjudicados por la nulidad del negocio simulado –refiere la doctrina 
contemporánea– son los terceros de buena fe, los que obran en base a la confianza que suscita 
un derecho aparente; los que no pudieron advertir un error no reconocible; los que ‘obrando con 
cuidado y previsión’ se atuvieron a lo que ‘entendieron o pudieron entender’, vale decir, a los 
términos que se desprenden de la declaración y no a los que permanecen guardados en la 
conciencia de los celebrantes”  
 
En armonía con lo anterior, se solicita que mi representada no sea obligada a devolver el valor 
del SEGURO PREVISIONAL, toda vez que mensualmente de la cuenta de ahorro individual se 
descontó dicho seguro y se le pagó a una aseguradora para que en caso de que hubiera existido 
un siniestro de invalidez o sobrevivencia ésta pagara una suma adicional que financiera las 
pensiones por dichos conceptos. Así mismo, el SEGURO PREVISIONAL ya fue pagado mes a mes 
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a la aseguradora y mi representada ya está imposibilitada para recobrárselo y devolvérselo a 
Colpensiones, toda vez que en este caso la aseguradora es un tercero de buena fe que nada 
tuvo que ver en el contrato suscrito entre el afiliado y COLFONDOS S.A.  
 
9.1-. Inexistencia de la obligación de devolver la comisión de administración cuando 
se declarara la nulidad y/o ineficacia de la afiliación por falta de causa. Artículo 20 

ley 100 de 1993. Mod. Ley 797/2003.  
 
La comisión de administración es aquella que cobran las AFP para administrar los aportes que 
ingresan a la cuenta de ahorro individual de los afiliados, de cada aporte del 16% del IBC que 
ha realizado la demandante al Sistema General de Pensiones, la AFP ha descontado un 3% para 
cubrir los gastos de administración antes mencionados y para pagar el seguro previsional a la 
compañía de seguros, descuento que se encuentra debidamente autorizado en el artículo 20 de 
la ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003, y que opera tanto para el Régimen de 
Ahorro Individual como para el Régimen de Prima Media. Durante todo el tiempo que la 
demandante ha estado afiliado al Fondo de Pensiones Obligatorias administrado por COLFONDOS 
S.A., mi representada ha administrado los dineros que la misma ha depositado en su cuenta de 
ahorro individual, gestión que se ha realizado con la mayor diligencia y cuidado, pues 
COLFONDOS S.A. es una entidad financiera experta en la inversión de los recursos de propiedad 
de sus afiliados; adicionalmente, dicha gestión de administración se ve evidenciada en los 
buenos rendimientos financieros que ha generado la cuenta de ahorro individual de la 
demandante.  
 
Ahora bien, en el hipotético evento que se declare la nulidad y/o ineficacia de la afiliación al RAIS 
y se condene a mi representada a devolver los dineros de la cuenta de ahorro individual de la 
demandante a Colpensiones, únicamente será procedente la devolución de los aportes de la 
cuenta de ahorro individual más los rendimientos financieros generados con la buena gestión de 
COLFONDOS S.A., pero NO es procedente que se ordene la devolución de lo que mi representada 
descontó por comisión de administración, toda vez que se trata de comisiones ya causadas 
durante la administración de los dineros de la cuenta de ahorro individual de la demandante, 
descuentos realizados conforme a la ley y como contraprestación a una buena gestión de 
administración, como es legalmente permitido frente a cualquier entidad financiera Lo anterior 
se concluye de lo establecido en el artículo 1746 del Código Civil que habla de los efectos de la 
declaratoria de nulidad “La nulidad pronunciada en sentencia que tiene la fuerza de cosa juzgada, 
da a las partes derecho para ser restituidas al mismo estado en que se hallarían si no hubiese 
existido el acto o contrato nulo; sin perjuicio de lo prevenido sobre el objeto o causa ilícita. 
 
En las restituciones mutuas que hayan de hacerse los contratantes en virtud de este 
pronunciamiento, será cada cual responsable de la pérdida de las especies o de su deterioro, de 
los intereses y frutos, y del abono de las mejoras necesarias, útiles o voluntarias, tomándose en 
consideración los casos fortuitos, y la posesión de buena fe o mala fe de las partes; todo ello 
según las reglas generales y sin perjuicio de lo dispuesto en el siguiente artículo. En este orden 
de ideas, si la consecuencia de la ineficacia y/o nulidad de la afiliación es que las cosas vuelvan 
al estado anterior, en estricto sentido se debe entender que el contrato de afiliación nunca existió 
y por ende nunca COLFONDOS S.A. debió administrar los recursos de la cuenta de ahorro 
individual, los rendimientos que produjo dicha cuenta no se causaron y tampoco se debió cobrar 
una comisión de administración, sin embargo el artículo 1746 habla de las restituciones mutuas, 
intereses, frutos y del abono de mejoras, con base en esto debe entenderse que aunque se 
declare una ineficacia y/o nulidad de la afiliación y se haga la ficción que nunca existió contrato, 
no se puede desconocer que el bien administrado produjo unos frutos y unas mejoras, por eso 
el fruto o mejora que obtuvo el afiliado son los rendimientos de la cuenta de ahorro individual, 
producto de la buena gestión de la AFP y el fruto o mejora de la AFP es la comisión de 
administración, la cual debe conservar si efectivamente hizo rentar el patrimonio del afiliado.  
 
Así las cosas, se puede hablar de unas prestaciones acaecidas que no pueden desconocerse 
sobre todo cuando se trata de contratos que tienen que ver con el derecho laboral y de la 
seguridad social, toda vez que si se aplicara en estricto sentido la teoría de la nulidad del derecho 
privado mediante la restitución completa de las prestaciones que uno y otro hubieren dado o 
recibido, se llegaría a la conclusión que el afiliado debe devolver los rendimientos de su cuenta 
a la AFP y ésta última la comisión de administración al afiliado, toda vez que si la comisión nunca 
se debió haber descontado, tampoco nunca debieron haber existido rendimientos Finalmente, 
es menester poner de presente que en caso de que se ordene a COLFONDOS S.A. devolver a 
Colpensiones los aportes de la demandante, los rendimientos generados y adicionalmente lo 
descontado por comisión de administración, se estaría constituyendo en un enriquecimiento sin 
causa a favor de la demandante, pues estaría recibiendo unos rendimientos generados por la 
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buena administración de mi representada, sin reconocer o pagar ningún concepto por la gestión 
realizada, realizando el juez una interpretación no acorde con la Constitución ni con la ley, en 
detrimento del patrimonio de mi representada, vulnerándosele el derecho a la igualdad y 
privilegiando de manera injustificada a una de las dos partes del contrato que fue declarado nulo 
y que fue suscrito de buena fe por mi representada.  

 
10. Eximente de responsabilidad  

 
Cuando nace la ley 100 de 1993 con su correspondiente Decreto reglamentario 663 de 1993 la 
obligación de asesoría e información fue dada de forma genérica y abstracta, tanto es así, que 
Colfondos empieza a realizar las asesorías a sus afiliados mediante una charla personalizada 
previa al diligenciamiento del formulario de afiliación, para este efecto, todos los asesores 
comerciales desde el momento en el que empiezan las afiliaciones a este régimen, han sido 
capacitados para brindar la asesoría completa según la exigencia y evolución normativa descrita 
a cargo de las administradoras de fondos de pensiones del RAIS. 
 
Estas asesorías desde 1994 se realizaron de forma verbal, debido a que la norma jamás exigió 
una ritualidad diferente, entendiendo que después de la asesoría verbal con la suscripción de la 
afiliación surgía acto de entendimiento y aceptación del afiliado quien efectivamente había 
recibido y entendido la información entregada por parte del asesor. 
 
Motivo por el cual, los formularios de afiliación contenían una frase que indicaba la aceptación y 
entendimiento de la asesoría dada por la administradora previa suscripción. 
 
Ahora bien, según la jurisprudencia el formulario de afiliación no es prueba suficiente para 
acreditar el cumplimiento del deber de información en cabeza de Colfondos, en esta línea al 
repasar la obligación descrita en el Decreto 663 de 1993, el legislador solo impone una obligación 
de asesoría e información general sin especificar su ritualidad y menos aún su contenido, ítems, 
cálculos y regularidad de la entrega. Tampoco estableció a las administradoras de pensiones la 
obligatoriedad de documentar su asesoría por medios escritos, digitales o por grabación de 
audio, no definió parámetros objetivos de cuando entender que se entregaba información y 
asesoría clara y suficiente como cualidades de la comunicación asertiva. Por lo tanto, el legislador 
otorgó mediante el texto de la obligación de asesoría, una libre discrecionalidad por parte del 
fondo para la entrega de lo que cada administradora entendió como información necesaria, 
completa y oportuna. 
 

11-. Derecho a ser juzgado con imparcialidad  
 
A medida del avance jurisprudencial, se ha venido identificando por parte de la administradora 
un (i) sesgo del juzgador y (ii) ausencia de parcialidad que, según la doctrina, se quiebra cuando 
el juez persigue en un caso concreto servir a una de las partes. La imparcialidad es un elemento 
básico que el juzgador debe tener al momento de fallar y conlleva: 
 
1. La ausencia de prejuicios 
2. Independencia de cualquier opinión 
3. No involucrarse personal ni emocionalmente 
 
Los actores judiciales deben tomar decisiones alejados de ideas preconcebidas con el fin de 
motivar su decisión con la objetividad que requieren las partes, sin sesgos y emitir con la mayor 
imparcialidad sus sentencias, este sesgo se ha podido identificar por argumentos expuestos en 
sentencias de la CSJ que mencionan: 
 
“No se trataba por tanto de una carrera de los promotores de las AFP por capturar a los 
ciudadanos incautos mediante habilidades y destrezas en el ofrecimiento de los servicios, sin 
importar las repercusiones colectivas que ello pudiese traer en el futuro. La actividad de 
explotación económica del servicio de la seguridad social debía estar precedida del respeto 
debido a las personas e inspirado en los principios de prevalencia del interés general, 
transparencia y buena fe de quien presta un servicio público. (Sentencia SL 1452 de 2019, 
SL4680-2020) (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 
La palabra imparcialidad es un criterio rector de Ia Justicia, establece que las decisiones deben 
tomarse con criterios objetivos, sin influencias, opiniones o prejuicios. Este criterio permite ser 
tratado ante la ley de la misma manera en cualquier circunstancia, tal y como lo describe la 
Corte Constitucional en Sentencia C-450/15: 
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En este marco, el principio de imparcialidad de los jueces ha sido entendido como una de las 
garantías integrantes del debido proceso, [8]  en virtud de la cual el funcionario judicial 
encargado, deberá decidir “con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del 
orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”  
(..) 
 
Así, la Corte ha precisado que la imparcialidad judicial “se predica del derecho de igualdad de 
todas las personas ante la ley (Art. 13 C.P.), garantía de la cual deben gozar todos los ciudadanos 
frente a quien administra justicia. Se trata de un asunto no sólo de índole moral y ética, en el 
que la honestidad y la honorabilidad del juez son presupuestos necesarios para que la sociedad 
confíe en los encargados de definir la responsabilidad de las personas y la vigencia de sus 
derechos, sino también de responsabilidad judicial.”  
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos ha reconocido ampliamente esta garantía, en 
el plano convencional y a través de sus órganos. En este sentido, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en su artículo reconoce la imparcialidad del juez como un elemento y 
presupuesto esencial del derecho al debido proceso, siendo imperativa su observancia en todo 
tipo de proceso judicial o administrativo. Así, la Corte Interamericana ha considerado que la 
imparcialidad supone que “el juez o tribunal en el ejercicio de su función como juzgador cuente 
con la mayor objetividad para enfrentar el juicio.” Lo anterior, permite además que los tribunales 
inspiren la confianza necesaria tanto a las partes como a la ciudadanía en general.  
 
En consecuencia, la imparcialidad tiene como efecto el mantenimiento de “la confianza en el 
Estado de Derecho, a través de decisiones que gocen de credibilidad social y legitimidad 
democrática.”  
 
La Corte ha reconocido el carácter imprescindible de este principio en un Estado democrático de 
derecho, ya que garantiza a todo ciudadano un juicio justo y con respeto al debido proceso. 
Además, implica que las actuaciones judiciales estén ajustadas a los principios de equidad, 
rectitud, honestidad y moralidad “sobre los cuales descansa el ejercicio de la función pública.”  
 

“La valoración de la imparcialidad, no se realiza a partir de las posiciones morales, éticas o 
psicológicas de los jueces, sino a través de su postura intersubjetiva. Es decir, la apreciación de la 
imparcialidad del juez se concreta, en un juicio exterior derivado de la interrelación del juzgador con 
las partes y la comunidad en general. (…) 
 
De lo anteriormente referido emanan dos conclusiones: (i) la falta de imparcialidad del funcionario 
que conoce del mismo asunto en primera y segunda instancia es debida a la valoración de los hechos, 
pruebas y argumentos que sustentan la decisión sobre el mismo asunto que se debate, y (ii) la 
apreciación de la imparcialidad del juez se realiza desde una postura intersubjetiva, la cual se 
concreta, en un juicio exterior en virtud del cual, objetivamente, puede considerarse que la decisión 
careció de imparcialidad.”(Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 
12-. Aplicabilidad de la Sentencia Su 107 de 2024 de la Corte Constitucional  

 
Ahora bien, no podemos dejar pasar por algo el ultimo pronunciamiento emitido por la Corte 
Constitucional en la sentencia SU 107 de 2024 en la que consideró que el precedente es 
desproporcionado en materia probatoria y con ello se viola el derecho al debido proceso en los 
casos en los cuales se discute la ineficacia del traslado por problemas de información ocurridos 
entre 1993 y 2009, como ocurre en el presente asunto. 
 
No se pueden imponer cargas probatorias imposibles de cumplir para ninguna de las partes (ni 
al afiliado ni a la AFP). 
 
La Corte Constitucional, reconoció que el precedente de la Corte Suprema de Justicia si bien 
tiene un componente altamente tuitivo resultaba abiertamente DESPROPORCIONADO, en lo 
que tiene que ver con la inversión de la prueba, regla según la cual, siempre y en todos los casos 
corresponde a la AFP demandada demostrar que suministró información.  
 

“Precisamente por lo anterior, la Corte Constitucional procuró modular -o, lo que es lo mismo, 
flexibilizar- el precedente establecido por la Corte Suprema de Justicia en lo relativo a la inversión 
de la carga de la prueba en este tipo de procesos. 
 
Para ello, ordenó que en los procesos donde se pretenda declarar la ineficacia de un traslado deben 
tenerse en cuenta, de manera exclusiva, las reglas contenidas en la Constitución Política, en el Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y en el Código General del Proceso, que se refieren al 
debido proceso. Esto supone que el juez, debe actuar como director del proceso judicial, con la 
autonomía e independencia que le son propios y, dentro de las muchas actuaciones dirigidas a formar 
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su convencimiento para decidir lo que en derecho corresponda, puede: (i) Decretar, practicar y 
valorar en igualdad todas las pruebas que soliciten las partes que sean necesarias, pertinentes y 
conducentes para demostrar los hechos que sirven de causa a las pretensiones o las excepciones; 
(ii) procurar, de manera oficiosa, la obtención de pruebas acudiendo a las enlistadas en el artículo 
161 del Código General del Proceso: 
 
“(…) la declaración de parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen 
pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes”, y a las demás que 
considere necesarias; (iii) valorar las pruebas decretadas y debidamente practicadas con su 
inmediación, de manera individual y en su conjunto con las demás, luego de lo cual puede determinar 
el grado de convicción que aquellas ofrecen sobre lo ocurrido; (iv) acudir a la prueba indiciaria si lo 
estima necesario, en los términos de los artículos 176 y 242 del CGP; e (v) invertir la carga de la 
prueba cuando, analizando el caso concreto y la posición de las partes, esté ante un demandante 
que se encuentra en la imposibilidad de demostrar los supuestos de hecho de sus pretensiones, y en 
un proceso donde no haya sido posible desentrañar por completo la verdad a pesar de los esfuerzos 
probatorios oficiosos desplegados por el juez de la causa.” 

 
Bajo ese entendido, la Corte Constitucional considera que ante la carga probatoria 
desproporcionada, una cantidad importante de personas se han traslado al Régimen de Prima 
Media, pasando por alto las reglas normales de traslado entre regímenes establecidas en el 
artículo 2 de la ley 797 de 2003, con lo cual se afecta la sostenibilidad financiera del RGPM en 
un grado importante.  
 
Aunado a lo anterior, existe una imposibilidad del Juez o Magistrado de emitir sentencia teniendo 
como fundamento exclusivo la inversión de la carga de la prueba en cabeza de la AFP en 
cualquiera de los escenarios que jurisprudencialmente se habían contemplado, a saber, por la 
aplicación estricta del artículo 1604 del Código Civil (v. gr., Sentencias SL19447- 2017 y 
SL17595-2017) o, por la aparente facilidad de las AFP de demostrar el suministro de información 
(Sentencia SL4296-2018) o; por considerar que quien alega una falta de información no está 
obligado a demostrar una negación indefinida (SL1452- 2019). Lo anterior, teniendo en cuenta 
que la Corte Constitucional señaló que el precedente de la Sala de Casación Laboral que impone 
a las administradoras la carga de demostrar, por medio de pruebas directas, que sí informaron 
al afiliado sobre las consecuencias del traslado surtido entre 1993 y 2009, resulta ser 
desproporcionado. 
 
“EL DEBER DE INFORMACIÓN EN CABEZA DE LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE 
PENSIONES, SE CONSTITUYE COMO UNA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE CONFIANZA 
LEGITIMA” Se insiste, como manifesté anteriormente, en que para el momento en el que se 
expide la Ley 100 de 1993, a las Administradoras de Fondos de Pensiones se les impuso un 
deber simple de información, es decir, que sus promotores suministraran información suficiente 
a los posibles afiliados en todo lo relacionado con el producto o servicio que éstos pretendían 
contratar, sin que se les impusiera la carga u obligación a los Fondos de dejar evidencia física o 
material de la información brindada. 
 
Aspecto que fue corroborado por la Corte Constitucional al precisar que “el deber de información 
que se exigía, de 1993 a 2009, imponía a los asesores de las administradoras comunicar las 
características esenciales del régimen al que la persona pretendía trasladarse”. Lo anterior, para 
concluir que el traslado efectuado se dio atendiendo a los criterios normativos impuestos a las 
Administradoras de Fondos de Pensiones para la fecha del traslado y, por tanto, goza de plena 
validez jurídica. 
 
Tanto es así que, si bien el deber de Información/Asesoría ha cambiado a lo largo de los años, 
no puede endilgarse engaño por parte de esas entidades, cuando lo cierto es que, al momento 
de la afiliación, éstas actuaron conforme a la ley prevalente para el momento y la aplicaron en 
su totalidad. 
 
Así mismo, en el artículo 167 del Código General del Proceso, se anunció aquellos casos en que 
una parte se considera en mejor posición para probar concluyendo sin mayores precisiones, que 
una parte está en mejor posición para probar: En virtud de su cercanía con el material probatorio. 
Es decir, “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 
efecto jurídico que ellas persiguen” y que, no resulta factible descartar, entre otros, los efectos 
probatorios de la suscripción del formulario de afiliación, pues como lo señala el artículo segundo 
del Decreto 1642 de 1995, es a través de éste que se materializa la vinculación libre y voluntaria 
por parte del trabajador al RAIS para el periodo comprendido entre 1993 y 2009. 
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Así mismo en lo atinente a devolución de gastos de administración y primas de seguro 
previsional, la sentencia antes mencionada establece:  

“Así, tan solo es susceptible de traslado el ahorro de la cuenta individual, los rendimientos y si se ha 
pagado el valor de un bono pensional, pues no toda la cotización es apta de traslado toda vez 
que el aporte se desglosa entre otros, en primas de seguros, gastos de administración, el 
porcentaje para el fondo de garantía mínima. Incluso, tampoco sería posible devolver los 
aportes voluntarios realizados por el afiliado mientras estuvo en el RAIS y que implicaron beneficios 
tributarios a efectos de la declaración de renta, la compra de acciones u otro tipo de inversiones, 
pues se trata de una serie de situaciones que consolidaron” (negrillas fuera de texto) 

“… Y, (iii) en los casos en los que se declare la ineficacia del traslado solo es posible ordenar el 
traslado de los recursos disponibles en la cuenta de ahorro individual, rendimientos y el 
bono pensional si ha sido efectivamente pagado, sin que sea factible ordenar el traslado 
de los valores pagados por las distintas primas, gastos de administración y porcentaje del 
fondo de garantía de pensión mínima ni menos dichos valores de forma indexada (supra 
298 y ss.).” (Negrillas fuera de texto) 

De lo anteriormente expuesto, se solicita al señor juez valorar los argumentos expuesto en la 
presente defensa de forma imparcial como garantía del debido proceso que ostentan las partes 
de un litigio, con el fin de realizar la valoración objetiva que requiere el proceso. 
 
Indemnización de perjuicios. 
 
Se hace necesario mencionar que el deber de información, en tanto se origina en el resultado 
del diseño del legislador, no es motivo para que sea atribuirles a las AFP la responsabilidad frente 
al pago de dicha indemnización alguna. 
 
En efecto, el deber de información por parte de las AFP se hace exigible atendiendo a la norma 
vigente para cada caso en concreto y al tratarse de un deber que tiene fuente legal, comoquiera 
que es el legislador quien expresamente lo consagró y delimitó su alcance, rige la prohibición de 
aplicar retroactivamente la ley, de manera que la conducta de las AFP debe juzgarse según el 
parámetro de comportamiento determinado por el ordenamiento vigente al tiempo en el que 
debió observarse. En ese orden, resulta relevante traer a colación lo que la Sala de Casación 
Laboral de la Corte señaló en la sentencia SL1452-2019. 
 
En la primera de las etapas, prevista antes de la modificación introducida por la Ley 
797 de 2003, el contenido de la obligación de información que le era exigible a las AFP estaba 
definido, principalmente, por el literal b) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, y por el numeral 
1° del artículo 97 del Decreto 663 de 1993. 
 
En este contexto, la primera de las normas mencionadas prevé que “la selección de uno 
cualquiera de los regímenes previstos por el artículo anterior es libre y voluntaria por 
parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará por escrito su elección al momento 
de la vinculación o del traslado. El empleador o cualquier persona natural o jurídica 
que desconozca este derecho en cualquier forma, se hará acreedor a las sanciones de 
que trata el inciso 1o. del artículo 271 de la presente ley”. Por su parte, el numeral 1° del 
artículo 97 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (Decreto 663 de 1993), establecía que 
las “entidades vigiladas deben suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la 
información necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de 
suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores 
opciones del mercado”. 
 
En consecuencia, se destaca que la obligación de información, en el periodo comprendido entre 
1993 y 2003, consistía en comunicarles a los potenciales afiliados toda la información que tuviera 
por objeto: (i) lograr una selección libre y voluntaria del régimen pensional al que quisieran 
pertenecer; y (ii) garantizar la transparencia de la operación. Su alcance se limitaba, entonces, 
a poner en conocimiento de los afiliados todos los hechos o circunstancias relativos al traslado 
al RAIS, en aras de que el afiliado contara con los elementos de juicio necesarios para que, de 
manera autónoma, pudiera valorar y comparar las distintas alternativas que le ofrecía el 
mercado y así decidir, de forma libre y voluntaria, si optaba por permanecer vinculado al RPM, 
o si, por el contrario, le resultaba más provechoso trasladarse al RAIS. Por consiguiente, se 
estima que el deber de información a cargo de las AFP se satisfacía al comunicarle al afiliado, de 
forma clara, completa y veraz: (i) en qué consistía, cómo operaba y cuáles eran las 
características propias del RAIS; (ii) los requisitos que debían cumplirse para obtener una 
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pensión en este régimen; (iii) las distintas modalidades de pensión a las que podía aspirar; y 
(iv) los derechos y las obligaciones que surgían para el afiliado. 
 
Un considerar contrario, relativo a que las AFP para las vigencias de 1993 a 2003 tenían el deber 
de realizar esa labor comparativa que trajo consigo la modificación introducida por la Ley 797 
de 2003 supondría, no solo un poder de adivinación del futuro sobre los cambios legales que 
ocurrirían años después del traslado, sino también, por una parte, aplicar retroactivamente las 
normas que se expidieron con posterioridad al 2003, y por otra, darle a la obligación de 
información el contenido propio del deber de consejo o asesoría, que se diferencia del de 
información en la medida que, mientras que este último se agota poniendo en conocimiento de 
la parte interesada lo necesario para que adopte un decisión libre y consciente, el deber de 
consejo implica orientar a quien lo recibe sobre la conveniencia de adoptar una determinada 
decisión, especialmente cuando se trata de escoger entre diversas opciones. 
 
La responsabilidad civil extracontractual se encuentra consagrada en el artículo 2341 del Código 
Civil, según el cual: 
 
“El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, 
sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”. 
 
En cuanto a las diversas categorías del daño, la Corte Suprema de Justicia SP, 27 abr. 
2011, rad. 34547 señaló: 
 
”El daño individual corresponde al soportado por una persona natural o jurídica, el cual, para 
ser objeto de indemnización, precisa ser antijurídico y cierto. 
 
Dicho daño puede ser material (patrimonial), cuya acreditación debe fundarse en las pruebas 
obrantes en la actuación, o inmaterial (extramatrimonial 1 ). 
 
Por daño material se entiende el menoscabo, mengua o avería padecido por la persona en su 
patrimonio material o económico como consecuencia de un daño antijurídico, esto es, el que la 
víctima no tiene el deber jurídico de soportar. Obviamente, el daño debe ser real, concreto y no 
simplemente eventual o hipotético; se clasifica en daño emergente y lucro cesante. En tal 
sentido, el artículo 1613 del Código Civil dispone: 
 
“La indemnización de perjuicios comprende el daño emergente y el lucro cesante, ya provenga 
de no haberse cumplido la obligación, o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse 
retardado el cumplimiento”. 
 
El daño emergente representa el perjuicio sufrido en la estructura actual del patrimonio del 
lesionado, ponderando para ello el valor de bienes perdidos o su deterioro que afecta el precio, 
las expensas asumidas para superar las consecuencias del suceso lesivo, etc., cuya acreditación 
debe obrar en el diligenciamiento. 
 
El lucro cesante corresponde a la utilidad, la ganancia o el beneficio que el perjudicado ha 
dejado de obtener, esto es, el incremento patrimonial que con bastante probabilidad habría 
percibido de no haberse presentado la conducta dañosa, por ejemplo, los ingresos laborales no 
percibidos por una lesión en su integridad personal, o la explotación de un bien productivo como 
consecuencia de una situación de desplazamiento forzado. 
 
Tanto el daño emergente como el lucro cesante pueden ser actuales o futuros, según hayan 
tenido lugar hasta el momento en el cual se profiere el fallo o con posterioridad, sin que con ello 
se tornen inciertos, pues se trata de cuantificar en términos de probabilidad las consecuencias 
futuras, siempre que sean ciertas, para ello se puede acudir a los cálculos actuariales. 
 
Corresponde a los daños inmateriales, aquellos que producen en el ser humano afectación de 
su ámbito interior, emocional, espiritual o afectivo y que, en algunas ocasiones, tienen 
repercusión en su forma de relacionarse con la sociedad. Conforme a las últimas posturas 
jurisprudenciales, dichos perjuicios entrañan dos vertientes: daño moral y daño a la vida de 
relación. 
 
A su turno, el daño moral tiene dos modalidades: el daño moral subjetivado, consistente en el 
dolor, la tristeza, la desazón, la angustia o el temor padecidos por la víctima en su esfera interior 
como consecuencia de la lesión, supresión o mengua de su bien o derecho. Se trata, entonces, 
del sufrimiento experimentado por la víctima, el cual afecta su sensibilidad espiritual y se refleja 
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en la dignidad del ser humano; y el daño moral objetivado, manifestado en las repercusiones 
económicas que tales sentimientos pueden generarle, menoscabo cuya cuantía debe ser 
demostrada por quien lo alega. 
 
El daño a la vida de relación (también denominado alteración de las condiciones de existencia) 
alude a una modificación sustancial en las relaciones sociales y desenvolvimiento de la víctima 
en comunidad, comprometiendo su desarrollo personal, profesional o familiar, como ocurre con 
quien sufre una lesión invalidante a consecuencia de la cual debe privarse de ciertas actividades 
lúdicas o deportivas. 
 
También puede acontecer por un dolor aflictivo tan intenso que varíe notoriamente el 
comportamiento social de quien lo sufre; desde luego, este daño puede hacerse extensivo a 
familiares y personas cercanas, como cuando éstas deben asumir cuidados respecto de un padre 
discapacitado, de quien además ya no reciben la protección, cuidados y comodidades que antes 
del daño les procuraba. En suma, se trata de un quebranto de la vida en su ámbito exterior, 
mientras que el daño moral es de carácter interior”. 
 
Tal y como se señaló a lo largo del escrito de contestación de demanda, es pertinente indicar 
que no se señalan ni prueban los elementos requeridos para derivar la responsabilidad en cabeza 
de mi representada, es necesario recordar que para atribuir responsabilidad quien pretenda o 
demande un derecho a la reparación del daño, está obligado a probar el daño padecido, el hecho 
intencional o culposo de mi representada y la relación de causalidad entre esa conducta y el 
perjuicio. No basta con indicar que la parte demandante considere que sufrió un daño. 
 
De referirse a la lesión o menoscabo que ha sufrido su patrimonio, lo que se reitera no ha 
ocurrido dado que la administración de los recursos de la cuenta de la demandante por mi 
representada se hizo con la diligencia que corresponde, generando rendimientos a su cuenta de 
ahorro individual que le han permitido incrementar su patrimonio; además porque la 
Superintendencia Financiera de Colombia vigila juiciosamente el ahorro de los afiliados a los 
fondos obligatorios y finalmente porque a la parte demandante no se le afectó su derecho a 
acceder a una pensión de vejez, la cual deberá ser analizada a la luz del art. 65 y siguientes de 
la Ley 100 de 1993 por ser las disposiciones que regulan dicha prestación en el RAIS, la cual ya 
fue reconocida y viene siendo pagada al demandante. 
 
Tampoco es dable indemnizar meras expectativas, por eso consideramos que la demandante es 
etérea en la formulación de su petición pues se limita a decir que el traslado le ocasionó un 
perjuicio pero no manifiesta en qué consistió el daño causado y por ende tampoco aporta ninguna 
prueba al respecto. Además nadie puede pretender un perjuicio cuando sus actos – decisión de 
trasladarse de régimen – fueron la causa eficiente del supuesto de hecho generador del perjuicio. 
Lo anterior es pretender un lucro por actos propios. 
 
Sería muy irresponsable entonces, por parte de la demandante, haber tomado una decisión tan 
trascendental como el traslado de régimen sin siquiera haber verificado la información 
suministrada por los asesores de la Administradora, sin siquiera haber comparado lo que el fondo 
de ese entonces le ofrecía, esto es, el ISS y sobre todo después de haber recibido, según él, una 
asesoría equivocada por parte de los  asesores de mi representada. 
 
De otro lado, la jurisprudencia nacional ha sido clara en señalar como requisitos para el 
resarcimiento del daño, que este sea cierto, concreto y personal, que el padecimiento de la 
víctima o sus dolientes sea verdaderamente fundado, es decir no se puede atribuir la connotación 
de daño a lo mencionado por la parte demandante, señalando que AFP COLFONDOS S.A, le 
informó y explicó a la parte actora las condiciones y características del Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad, así como los requisitos contemplados en dicho régimen para acceder 
a una pensión de vejez, sin que esto supusiera de manera alguna falsas expectativas para la 
parte demandante, en ese sentido, la afiliación de la parte actora al régimen de Ahorro Individual 
es fruto de una decisión libre de presiones o engaños, tal como se aprecia en la solicitud de 
vinculación de la aquí demandante. 
 
A pesar de ello y en gracia de discusión, el daño hay que probarlo, y como su reconocimiento se 
cuantifica por el lucro cesante, es apenas elemental que la prueba debe estar dirigida a la 
comprobación de que la actora demuestre que el impacto alegado, sea consecuencia de la 
vinculación que la actora tuvo con mi representada. 
 
Mi representada, siempre actuó de buena fe, cumpliendo con el deber de informar, jamás existió 
omisión en la información, como tampoco indebida o equivocada asesoría, la demandante es 
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una persona mentalmente estructurado que contaba con la capacidad de sopesar los argumentos 
sobre los beneficios de traslado de régimen que le brindó el asesor de mi representada, a fin de 
determinar si realmente le convenía o no tomar dicha decisión, entonces no es válido que 
después de tanto tiempo, cuando evidenció que no logró cumplir con los objetivos de ahorro que 
se propuso cuando se trasladó de régimen, pretenda una nulidad de afiliación, conociendo las 
características del mismo. 
 
Por último, deja de lado la parte demandante, que la condena por perjuicios en el ordenamiento 
jurídico ha sido claro en indicar: ”Que no basta con que una persona solicite el resarcimiento de 
perjuicios para que estos le sean concedidos, pues para ello es necesario que se acredite que 
estos se produjeron y sobretodo, que los elementos que constituyen este tipo de 
responsabilidades se configuren, además quien demanda la indemnización como en el presente 
proceso, ha de comprobar, el daño padecido, el hecho intencional o culposo de la demanda, la 
relación de causalidad entre esta y el perjuicio. Nada de eso ha ocurrido en este caso, por lo que 
toma fuerza el principio actor incumbit probatio”. 
 
De lo anteriormente expuesto, se solicita al señor juez valorar los argumentos expuesto en la 
presente defensa de forma imparcial como garantía del debido proceso que ostentan las partes 
de un litigio, con el fin de realizar la valoración objetiva que requiere el proceso. 
 
Así las cosas, señor, Juez, solicito ABSOLVER a mi representada de las pretensiones de la 
demanda, en razón a los hechos y razones de defensa antes mencionados, los cuales he ido 
demostrando en el escrito de contestación de demanda y con las pruebas aportadas y solicitadas 
en este proceso. 

 
EXCEPCIONES: 

 
EXCEPCIÓN PREVIA: 

 

EXCEPCIÓN PREVIA DE: COSA JUZGADA. (EXISTENCIA DE UN ENFRENTAMIENTO 

JURÍDICO ENTRE LAS MISMAS PARTES, SOBRE LOS MISMOS HECHOS Y 

PRETENSIONES). 

 

Se hace necesario resaltar la presente excepción basándonos en primer lugar conforme lo 

establecido en el art. 306 de la Ley 1437 de 2011 el cual nos establece: 

  

Artículo 306. Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en este código se seguirá 

el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y 

actuaciones que correspondan a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

  

Que el artículo 303 del Código General de Proceso, señala: 

“(…) La sentencia ejecutoriada proferida en el proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada 

siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, se funde en la misma causa que el 

anterior y entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes. 

  

Se entiende que hay identidad jurídica de partes cuando las del segundo proceso son sucesores 

por causa de muerte de las que figuraron en el primero o causahabientes suyos por acto entre 

vivos celebrado con posterioridad al registro de la demanda si se trata de derechos sujetos a 

registro, y al secuestro en los demás casos. 

  

En los procesos en que se emplace a personas indeterminadas para que comparezcan como 

parte, incluidos los de filiación, la cosa juzgada surtirá efectos en relación con todas las 

comprendidas en el emplazamiento. 

La cosa juzgada no se opone al recurso extraordinario de revisión (…)” 

  

Que por la anterior, es jurídicamente inviable para esta entidad, por medio del presente acto, 

desconocer o modificar lo que en su momento se estableció a través del proceso judicial máxime 

cuando las decisiones judiciales hacen tránsito a cosa juzgada, la cual es una figura jurídica que 

propende por que dichas providencias, una vez proferidas, y en firme; se vuelven virtualmente 

inmuebles y gocen de la obligatoriedad del caso para todos los interesados, siendo estos 

personas naturales o jurídicas, e inclusive entidades de derecho público como es el caso de 
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Colpensiones, las cuales por su naturaleza , están sometidas al ámbito exclusivo de lo que la 

misma Ley les permita. 

  

Que tratándose de una sentencia judicial dentro de procesos contencioso, es decir, donde las 

partes contienden o disputan un determinado derecho u obligación, a fin de que el operador 

judicial resuelva de forma definitiva a quien corresponde, no escapa a la órbita de los efectos de 

la cosa juzgada, conforme los dispuesto en el artículo 332 del Código de Procedimiento Civil que 

se cita en su parte pertinente: 

 

“La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada (…)” 

Que sobre los efectos de la misma, ya de anteaño se ha ocupado la jurisprudencia constitucional, 

la cual sobre el particular ha señalado entre otras muchas cosas las siguientes: 

  
“La cosa juzgada es una cualidad inherente a las sentencias ejecutoriadas, por la cual aquellas resultan 
inmutables, inimpugnables y obligatorias, lo que hace que el asunto sobre el cual ellas deciden no pueda 
volver a debatirse en el futuro, ni dentro del mismo proceso, ni dentro de otro entre las mismas partes y 
que persigan igual objeto. Como institución, la cosa juzgada responde a la necesidad social y política de 
asegurar que las controversias llevadas a conocimiento de un juez tengan un punto final y definitivo, a 
partir del cual la sociedad pueda asumir sin sobre saltos la decisión así alcanzada, destacándose la 

sustancial importancia para la convivencia social al brindar seguridad jurídica, y para el logro y 
mantenimiento de un orden justo, que pese a su innegable convivencia y gran trascendencia social no tiene 
carácter absoluto. (…)” (Corte Constitucional,  sentencia C-522 del 04 de agosto de 2009, MP Nilson Pinilla 
Pinilla) “el incumplimiento de las providencias judiciales constituyen una vulneración a los derechos 
constitucionales de quien se ve beneficiado con la decisión, específicamente al derecho fundamental al 
acceso a la administración de justicia que no se limita a garantizar el acceso a los mecanismos judiciales 
preestablecidos sino que, contempla que las decisiones tomadas dentro de éstas sean efectivamente 

impartidas y cumplidas.” 

  

Que atendiendo lo anterior, se avizoran dos procesos instaurados por la parte demandante, esto 

es, el señor Miguel Antonio Sánchez Colón bajo radicado 23001310500220190010200, que 

surte en el Juzgado 02 Laboral De Montería, el cual ya se encuentra terminado, en el que se 

declara la nulidad del acto de traslado de afiliación al rais administrado por Colfondos s.a. 

realizado por la demandante a partir del 09 de mayo de 1997. Se ordenó a la sociedad Porvenir 

s.a. a trasladar los aportes de pensiones junto con sus rendimientos a Colpensiones. Sin 

embargo, en segunda instancia, el Tribunal superior de Montería Sala Laboral, revoca la 

sentencia de instancia y absuelve a las administradoras de cualquier condena. Así mismo, 

23001310500220210023400 también seguido en el Juzgado 02 laboral de Montería, en el que 

se desiste de las pretensiones de la demanda, el juzgado accede al desistimiento y ordena 

archivarlo. Es necesario aclarar, que los tres procesos mencionados, esto es, 

23001310500220190010200,23001310500220210023400y23001310500520240018

00, persiguen las mismas pretensiones, el mismo demandante y los mismos demandados, razón 

por lo cual hace tránsito a cosa juzgada y que el peticionario dentro del mismo proceso tuvo 

todas las etapas procesales para demostrar si tenía derecho a lo hoy solicitado ante esta entidad. 

  

En conclusión esta entidad no puede acceder a lo solicitado por el señor MIGUEL ANTONIO 

SANCHEZ COLÓN, a razón que ya versa entre las mismas partes, sobre el mismo objeto, los 

mismos hechos y pretensiones, DOS FALLOS JUDICIALES proferidos por EL JUZGADO 

SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE MONTERIA EN DOS PROCESOS DIFERENTES, 

ambos terminados y archivados favorablemente a COLFONDOS. 
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Más aún, así mismo el Código General del Proceso establece en el Artículo 314. Desistimiento 

de las pretensiones: 

“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia 

que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse 

interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que 

comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 

aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 

de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 

aquella sentencia.” 

 
EXCEPCIONES DE MÉRITO 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN: 
 
Corresponde a COLPENSIONES proceder con la validación y verificación de requisitos en punto 
de la aceptación del traslado de régimen de la parte demandante, ya que, de conformidad con 
la Ley, es a esta entidad y no a COLFONDOS a la que le corresponde proceder con la aceptación 
de este. Sin que implique aceptación de mi procurada sobre la validez de las pretensiones se 
proponen como de mérito la de INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN, por no existir fundamento 
jurídico ni fáctico para condenar a mi representada por lo pretendido por la parte demandante 
como quiera que así se desprende de todas y cada una de las documentales aportadas con esta 
contestación. 
 
Debe recordarse, de conformidad con lo normado en el Código Civil, que las causales de nulidad 
son taxativas. En ese sentido es evidente que la parte actora no ha demostrado que se presente 
causal alguna de nulidad que invalide el acto jurídico, por demás unilateral, libre y autónomo 
por el cual, la demandante se trasladó desde el régimen solidario de prima media con prestación 
definida (RPM), entonces administrado por el Instituto de Seguros Sociales (ISS), al Régimen de 
Ahorro Individual con solidaridad (RAIS), administrado por la AFP COLFONDOS S.A. PENSIONES 
Y CESANTÍAS, de manera libre y espontánea. 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA SOLICITAR LA NULIDAD DEL TRASLADO:  
 
Teniendo en cuenta la documental aportada al expediente, es evidente que la parte actora, 
efectuó el traslado desde el Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, entonces 
administrado por el Instituto de Seguros Sociales al RAIS en el año 1997. 
 
De conformidad con los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social, es claro que, si la actora consideraba la existencia de una 
ineficacia o nulidad en el traslado antes mencionado, tenía 3 años desde su efectividad para 
interponer la demanda correspondiente.  
 
En ese sentido y como quiera que la demanda se presentó más de 20 años después de haberse 
efectuado el traslado, es evidente que la acción para solicitar la ineficacia o nulidad está 
prescrita.  
 
Aunado a lo anterior, se solicita al despacho que al estudiar la presente excepción tenga en 
cuenta lo preceptuado en el artículo 1750 del Código Civil, norma que establece que para 
demandar la recisión de los contratos se tiene un término de 4 años, el cual se encuentra vencido 
a la radicación de la demanda, teniendo en cuenta la fecha de traslado al Régimen de Ahorro 
Individual con COLFONDOS S.A. 
 
AUSENCIA ABSOLUTA DE RESPONSABILIDAD: 

El traslado de régimen solicitado por la actora que no es viable habida cuenta que uno de los 
requisitos para poder solicitar cambio de régimen es que falten menos de Diez (10) años para 
cumplir la edad de pensión definida para el régimen de Prima Media con prestación Definida 
(Colpensiones) de conformidad con lo establecido en el Decreto 3800 del 2003 que reglamenta 

mailto:notificacionesjudiciales@mmabogados.co
http://www.mmabogados.co/


 

 
MM Abogados y Asociados S.A.S 

 

NIT No. 901.237.353-1 
notificacionesjudiciales@mmabogados.co  

Calle 19 No 2A - 43 Ed. Mirador del parque Of. 104 
+57 4221696 / 3008321865 

www.mmabogados.co 
 

 

 

el Literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 2° de la Ley 797 del 
2003, y en el presente caso la señora demandante ya cumplió con el requisito de la edad dentro 
del para el régimen de Prima Media con prestación Definida (Colpensiones) 
 
En acuerdo a lo establecido en la Sentencia C-1024 de la Corte Constitucional: “…las 
personas que reúnen las condiciones del régimen de transición previsto en el Art. 36 de la ley 
100 de 1993 y que habiéndose trasladado al régimen de ahorro individual con solidaridad, no se 
hayan regresado al régimen de prima media con prestación definida, pueden regresar a éste en 
cualquier tiempo conforme a los términos en la sentencia C-789 de 2002…”. 
 
Por su parte la sentencia C-789 de 2002 precisó “el régimen de transición se aplica a quienes, 
estando en el régimen de prima media con prestación definida, se trasladaron al régimen de 
ahorro individual con solidaridad, habiendo cumplido los requisitos de 15 años o más de servicios 
cotizados al momento de entrar en vigencia el sistema de seguridad social en pensiones, y 
decidan regresar al régimen de prima media con prestación definida, siempre y cuando: a) 
trasladen a éste todo el ahorro que efectuaron al régimen de ahorro individual con solidaridad; 
y b) dicho ahorro no sea inferior al monto del aporte legal correspondiente, en caso que hubiere 
permanecido en el régimen de prima media.”.  

La demandante realizó su afiliación válidamente en su momento a COLFONDOS S.A. y debe 
seguir cotizando para alcanzar el requisito de obtener el capital suficiente para financiar la 
Pensión de Vejez. 
 
BUENA FE DE LA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 
COLFONDOS S.A: 

Invoco esta excepción de conformidad con lo consignado en el art 769 del Código Civil, aplicable 
por remisión analógica a los juicios laborales según el artículo 145 del CPL. 

Mí poderdante, siempre ha obrado con lealtad y transparencia ciñéndose estrictamente a lo 
establecido en el ordenamiento legal vigente normas que aplicó al caso bajo examen. En virtud 
a esto nos atrevemos a afirmar sin desacierto alguno que esta Administradora de Fondo de 
Pensiones no ha incurrido en falta legal alguna frente a la actora de la presente Litis, además 
está presto a atender los requerimientos y responder en la medida en que se cumplan requisitos 
exigidos en la ley.  
 
AUSENCIA DE VICIOS DEL CONSENTIMIENTO:  
 
La vinculación realizada por la demandante al Fondo de Pensiones Obligatorias administrado por 
COLFONDOS.A, goza de plena validez, por cuanto la misma se realizó en atención a la libre 
voluntad del  actor, quien de manera espontánea y directa suscribió el acto de afiliación al Fondo 
de  Pensiones Obligatorias, mediante el cual manifestó su voluntad de afiliación dentro del  
Régimen de Ahorro Individual, una vez recibió la asesoría tendiente a mostrar las  ventajas y 
desventajas de dicho traslado entre Administradoras de Fondos de Pensión  del RAIS.  Por lo 
tanto, no se presentó fuerza, ni se afectó la voluntad de la demandante de escoger libremente 
uno de los regímenes del sistema de seguridad Social en pensiones. 

VALIDEZ DE LA AFILIACIÓN AL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON 
SOLIDARIDAD:  
 
Excepción que hacemos valer en el hecho de que la vinculación de la parte demandante al Fondo 
de Pensiones Obligatorias que administra mi representada, se dio con el lleno de los requisitos 
legales exigidos, por lo cual la petición de ineficacia solicitada en la demanda resulta inviable, 
por cuanto la parte Demandante, de manera libre y voluntaria, en uso de sus facultades legales 
y en ejercicio de la libertad de afiliación establecida en el artículo 13 literal b de la ley 100 de 
1993, resolvió afiliarse al RAIS y someterse a todas las características y exigencias del régimen, 
como se evidencia en la correspondiente solicitud de vinculación. 
 
RATIFICACIÓN DE LA AFILIACIÓN DE LA ACTORA AL FONDO DE PENSIONES 
OBLIGATORIAS ADMINISTRADO POR COLFONDOS S.A.:  
 
Excepción que oponemos a la totalidad de las pretensiones de la demanda, con base en lo 
expuesto en el acápite de “HECHOS, RAZONES Y FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LA DEFENSA” 
y que se fundamenta en el hecho de que aun ubicándonos nuevamente en el remoto e hipotético 
escenario de aceptar que la afiliación de la actora al RAIS, hubiera estado afectada por alguna 
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causal de nulidad o ineficacia, que en todo caso, no serían ni objeto, ni causa ilícita, tendríamos 
que la misma fue saneada por ratificación de las partes, ratificación que se vio reflejada en el 
hecho de que la actora NO hizo uso del derecho de retractarse de la afiliación al Fondo de 
Pensiones administrado por mí representada, de conformidad con lo establecido en el artículo 
3º del Decreto 1161 de 1994, manifestando por escrito su decisión en ese sentido, dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de su vinculación. 
 
BUENA FE:  
 
En caso de declararse la existencia a cargo de mi representada demandada y en favor de la 
demandante, solicito se declare que dicha actuación ha sido de buena fe por parte de mi 
defendida como principio que regula todos los actos jurídicos, siendo exonerada de cualquier 
condena por mora, perjuicios, indemnización de perjuicios, intereses moratorios, indexación y 
costas del proceso. 
 
COMPENSACIÓN: 
 
Lo anterior de acuerdo a lo preceptuado en Libro Cuarto, Titulo XVII de la Compensación Código 
Civil, aplicable por analogía expresa del artículo 145 del C.P.T. 
 
Para que en la remota eventualidad en que mi representada sea condenada a pagar cualquier 
suma de dinero a favor de la actora, éstas sumas sean compensadas con aquellas que mí 
representada, en un momento dado transfiera a COLPENSIONES por concepto de devolución de 
los saldos de la cuenta de ahorro individual como consecuencia de un traslado de régimen, de 
la demandante relacionados con las prestaciones económicas pedidas y los que logremos probar 
dentro de la Litis hasta el fallo de primera instancia.  Advierto al Despacho que, por el hecho de 
hacer uso de este medio de defensa, no estoy dando aceptación ni tácita ni expresa ni a los 
hechos ni a las pretensiones ni peticiones ni demás cargos de la demanda.  
 
IMPROCEDENCIA DE CONDENA EN COSTAS Decreto 692 de 1994, Decreto 3995 de 
2008 y Artículo 3 Decreto 1161 de 1994: 
 
No hay lugar a que esta agencia declare la NULIDAD del traslado y de la afiliación, siendo que 
la hoy demandante, de manera libre, voluntaria y sin coacción alguna, se vinculó al Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad RAIS, donde actualmente se encuentra vinculada, 
permaneciendo en el RAIS más de 28 años, sin que durante este tiempo arguyera inconformidad 
alguna respecto a este régimen pensional o de alguna irregularidad sobre su afiliación. Existe 
una aceptación tácita del traslado de régimen y la afiliación, un claro reflejo de la voluntad de la 
demandante al diligenciar y suscribir afiliación en diferentes AFP administradas por el RAIS, 
siendo esta una señal nítida de su capacidad, consentimiento y voluntad consciente del acto. El 
hecho de hacer las cotizaciones es una clara señal de compromiso de pertenecer a un régimen 
pensional, razón por la cual las pretensiones de la demanda no tienen vocación de prosperidad 
y en consecuencia no puede haber condena alguna en contra de mi defendida y menos por 
concepto de costas ni agencias en derecho, toda vez que mí poderdante ha obrado en todo 
momento con lealtad y transparencia ciñéndose a lo establecido en el ordenamiento legal vigente 
a lo cual ha dado aplicación, razón por la cual nos atrevemos a afirmar sin desacierto alguno, 
que mí mandante no ha incurrido en falta legal alguna frente a la actora, además de estar presta 
a atender los requerimientos y responder en la medida en que esta tenga legalmente derecho. 
 
INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE DEVOLVER EL SEGURO PREVISIONAL CUANDO 
SE DECLARA LA NULIDAD Y/O INEFICACIA DE LA AFILIACIÓN POR FALTA DE CAUSA 
Y PORQUE AFECTA DERECHOS DE TERCEROS DE BUENA FE. ART. 20 Y 108 LEY 100 DE 
1993: 
 
De conformidad con el artículo 20 de la ley 100 de 1993, tanto en el Régimen de Prima Media 
como en el de Ahorro Individual el 3% del IBC de los afiliados al Sistema General de Pensiones, 
se destina a pagar la comisión de administración y el SEGURO PREVISIONAL, éste último se le 
paga mes a mes a una aseguradora para que en caso de que ocurra un siniestro por invalidez o 
sobrevivencia, dicha entidad pague la suma adicional necesaria para financiar la pensión de 
invalidez o sobrevivencia. A su turno, en el artículo 108 de la precitada ley se señalan las reglas 
y condiciones generales bajo las cuales deben operar "los seguros que contraten las 
administradoras para efectuar los aportes adicionales necesarios para financiar las pensiones de 
invalidez y sobrevivientes (…)".  
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Así mismo, el Gobierno Nacional a través de los Decretos 876 y 1161 ambos de 1994, fijó las 
reglas particulares aplicables al seguro de invalidez y sobrevivencia, respecto de las cuales la 
Superintendencia Financiera impartió instrucciones a través del Capítulo II numeral 3.2 de la 
Circular Externa Básica Jurídica 007 de 1996. Del contexto de las normas enunciadas se infiere 
que la prestación a cargo de las aseguradoras en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad 
constituye un componente de las pensiones de invalidez y sobrevivencia, en la medida en que 
se concreta al pago de la suma adicional requerida para completar el capital que financie el 
monto de pensión por estos conceptos, y para que la aseguradora pague dicha suma adicional, 
mes a mes la Administradora de Fondos de Pensiones le paga un SEGURO PREVISIONAL 
proveniente del Ingreso Base de Cotización de los afiliados al Sistema General de pensiones.  
 
Así las cosas, en el hipotético evento que se declare la ineficacia de la afiliación al Régimen de 
Ahorro Individual y se condene a mi representada a devolver los dineros de la cuenta de ahorro 
individual a Colpensiones, únicamente será procedente la devolución de los aportes de la cuenta 
de ahorro individual más los rendimientos financieros generados con la buena gestión de 
COLFONDOS S.A., pero NO es procedente que se ordene trasladar lo concerniente a lo que mi 
representada descontó por SEGURO PREVISIONAL, toda vez que dicho porcentaje fue 
descontado con base en la Ley y fue girado directamente a la aseguradora prestante del servicio, 
quien es un tercero de buena fe.  
 
La Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, se ha pronunciado frente a los terceros de buena fe, 
cuando se declara la nulidad del negocio jurídico de la siguiente manera: «De todo ello se sigue 
que en virtud del negocio simulado pueden llegar a constituirse legítimos intereses en el 
mantenimiento de la situación aparente por parte de los terceros de buena fe. “…los terceros 
que no se pueden ver perjudicados por la nulidad del negocio simulado –refiere la doctrina 
contemporánea– son los terceros de buena fe, los que obran en base a la confianza que suscita 
un derecho aparente; los que no pudieron advertir un error no reconocible; los que ‘obrando con 
cuidado y previsión’ se atuvieron a lo que ‘entendieron o pudieron entender’, vale decir, a los 
términos que se desprenden de la declaración y no a los que permanecen guardados en la 
conciencia de los celebrantes”  
 
En armonía con lo anterior, se solicita que mi representada no sea obligada a devolver el valor 
del SEGURO PREVISIONAL, toda vez que mensualmente de la cuenta de ahorro individual se 
descontó dicho seguro y se le pagó a una aseguradora para que en caso de que hubiera existido 
un siniestro de invalidez o sobrevivencia ésta pagara una suma adicional que financiera las 
pensiones por dichos conceptos. Así mismo, el SEGURO PREVISIONAL ya fue pagado mes a mes 
a la aseguradora y mi representada ya está imposibilitada para recobrárselo y devolvérselo a 
Colpensiones, toda vez que en este caso la aseguradora es un tercero de buena fe que nada 
tuvo que ver en el contrato suscrito entre el afiliado y COLFONDOS S.A.  

Así mismo, debe tenerse en cuenta el más reciente pronunciamiento realizado por la Corte 
Constitucional en la Sentencia SU  107 de 2024 en su numeral 298 en el que se establece: 

 “Así, tan solo es susceptible de traslado el ahorro de la cuenta individual, los rendimientos y si 
se ha pagado el valor de un bono pensional, pues no toda la cotización es apta de traslado 
toda vez que el aporte se desglosa entre otros, en primas de seguros, gastos de 
administración, el porcentaje para el fondo de garantía mínima. Incluso, tampoco sería 
posible devolver los aportes voluntarios realizados por el afiliado mientras estuvo en el RAIS y 
que implicaron beneficios tributarios a efectos de la declaración de renta, la compra de acciones 
u otro tipo de inversiones, pues se trata de una serie de situaciones que consolidaron” (negrillas 
fuera de texto) 

“… Y, (iii) en los casos en los que se declare la ineficacia del traslado solo es posible 
ordenar el traslado de los recursos disponibles en la cuenta de ahorro individual, 
rendimientos y el bono pensional si ha sido efectivamente pagado, sin que sea 
factible ordenar el traslado de los valores pagados por las distintas primas, gastos 
de administración y porcentaje del fondo de garantía de pensión mínima ni menos 
dichos valores de forma indexada (supra 298 y ss.).” (Negrillas fuera de texto). 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE DEVOLVER LA COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN 
CUANDO SE DECLARARA LA NULIDAD Y/O INEFICACIA DE LA AFILIACIÓN POR FALTA 
DE CAUSA. ARTICULO 20 LEY 100 DE 1993. MOD. LEY 797/2003: 
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La comisión de administración es aquella que cobran las AFP para administrar los aportes que 
ingresan a la cuenta de ahorro individual de los afiliados, de cada aporte del 16% del IBC que 
ha realizado la demandante al Sistema General de Pensiones, la AFP ha descontado un 3% para 
cubrir los gastos de administración antes mencionados y para pagar el seguro previsional a la 
compañía de seguros, descuento que se encuentra debidamente autorizado en el artículo 20 de 
la ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003, y que opera tanto para el Régimen de 
Ahorro Individual como para el Régimen de Prima Media. Durante todo el tiempo que la 
demandante ha estado afiliado al Fondo de Pensiones Obligatorias administrado por COLFONDOS 
S.A., mi representada ha administrado los dineros que la misma ha depositado en su cuenta de 
ahorro individual, gestión que se ha realizado con la mayor diligencia y cuidado, pues 
COLFONDOS S.A. es una entidad financiera experta en la inversión de los recursos de propiedad 
de sus afiliados; adicionalmente, dicha gestión de administración se ve evidenciada en los 
buenos rendimientos financieros que ha generado la cuenta de ahorro individual de la 
demandante.  
 
Ahora bien, en el hipotético evento que se declare la nulidad y/o ineficacia de la afiliación al RAIS 
y se condene a mi representada a devolver los dineros de la cuenta de ahorro individual de la 
demandante a Colpensiones, únicamente será procedente la devolución de los aportes de la 
cuenta de ahorro individual más los rendimientos financieros generados con la buena gestión de 
COLFONDOS S.A., pero NO es procedente que se ordene la devolución de lo que mi representada 
descontó por comisión de administración, toda vez que se trata de comisiones ya causadas 
durante la administración de los dineros de la cuenta de ahorro individual de la demandante, 
descuentos realizados conforme a la ley y como contraprestación a una buena gestión de 
administración, como es legalmente permitido frente a cualquier entidad financiera Lo anterior 
se concluye de lo establecido en el artículo 1746 del Código Civil que habla de los efectos de la 
declaratoria de nulidad “La nulidad pronunciada en sentencia que tiene la fuerza de cosa juzgada, 
da a las partes derecho para ser restituidas al mismo estado en que se hallarían si no hubiese 
existido el acto o contrato nulo; sin perjuicio de lo prevenido sobre el objeto o causa ilícita. 
 
En las restituciones mutuas que hayan de hacerse los contratantes en virtud de este 
pronunciamiento, será cada cual responsable de la pérdida de las especies o de su deterioro, de 
los intereses y frutos, y del abono de las mejoras necesarias, útiles o voluntarias, tomándose en 
consideración los casos fortuitos, y la posesión de buena fe o mala fe de las partes; todo ello 
según las reglas generales y sin perjuicio de lo dispuesto en el siguiente artículo. En este orden 
de ideas, si la consecuencia de la ineficacia y/o nulidad de la afiliación es que las cosas vuelvan 
al estado anterior, en estricto sentido se debe entender que el contrato de afiliación nunca existió 
y por ende nunca COLFONDOS S.A. debió administrar los recursos de la cuenta de ahorro 
individual, los rendimientos que produjo dicha cuenta no se causaron y tampoco se debió cobrar 
una comisión de administración, sin embargo el artículo 1746 habla de las restituciones mutuas, 
intereses, frutos y del abono de mejoras, con base en esto debe entenderse que aunque se 
declare una ineficacia y/o nulidad de la afiliación y se haga la ficción que nunca existió contrato, 
no se puede desconocer que el bien administrado produjo unos frutos y unas mejoras, por eso 
el fruto o mejora que obtuvo el afiliado son los rendimientos de la cuenta de ahorro individual, 
producto de la buena gestión de la AFP y el fruto o mejora de la AFP es la comisión de 
administración, la cual debe conservar si efectivamente hizo rentar el patrimonio del afiliado.  
 
Así las cosas, se puede hablar de unas prestaciones acaecidas que no pueden desconocerse 
sobre todo cuando se trata de contratos que tienen que ver con el derecho laboral y de la 
seguridad social, toda vez que si se aplicara en estricto sentido la teoría de la nulidad del derecho 
privado mediante la restitución completa de las prestaciones que uno y otro hubieren dado o 
recibido, se llegaría a la conclusión que el afiliado debe devolver los rendimientos de su cuenta 
a la AFP y ésta última la comisión de administración al afiliado, toda vez que si la comisión nunca 
se debió haber descontado, tampoco nunca debieron haber existido rendimientos Finalmente, 
es menester poner de presente que en caso de que se ordene a COLFONDOS S.A. devolver a 
Colpensiones los aportes de la demandante, los rendimientos generados y adicionalmente lo 
descontado por comisión de administración, se estaría constituyendo en un enriquecimiento sin 
causa a favor de la demandante, pues estaría recibiendo unos rendimientos generados por la 
buena administración de mi representada, sin reconocer o pagar ningún concepto por la gestión 
realizada, realizando el juez una interpretación no acorde con la Constitución ni con la ley, en 
detrimento del patrimonio de mi representada, vulnerándosele el derecho a la igualdad y 
privilegiando de manera injustificada a una de las dos partes del contrato que fue declarado nulo 
y que fue suscrito de buena fe por mi representada.  
 
En mérito de todo lo expuesto, me permito proponer la presente excepción con el fin de que en 
el hipotético evento que se declare la nulidad y/o ineficacia de la afiliación al RAIS y se condene 
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a mi representada a devolver los dineros de la cuenta de ahorro individual de la demandante a 
Colpensiones, sólo sea ordenada la devolución de los aportes más los rendimientos financieros, 
y en ningún caso se debe obligar a mi representada a devolver conjuntamente los rendimientos 
y la comisión de administración, toda vez que se trata de prestaciones ya acaecidas, por lo que 
no puede desconocerse que la cuenta de ahorro individual produjo unos rendimientos gracias a 
la buena gestión de la AFP, la cual a su vez cobró una comisión para hacer rentar dichos dineros, 
por lo tanto son conceptos excluyentes, es decir que no se pueden devolver los dos al afiliado, 
pues no hay causa ni fáctica ni jurídica para hacerlo, toda vez que se estaría desconociendo el 
trabajo que durante años ha realizado mi representada, vulnerándose a la AFP el derecho a las 
restituciones mutuas con frutos, intereses y mejoras, y la igualdad de trato en el marco de una 
relación contractual presidida de buena fe. 
 
Así mismo, debe tenerse en cuenta el más reciente pronunciamiento realizado por la Corte 
Constitucional en la Sentencia SU  107 de 2024 en su numeral 298 en el que se establece: 

 “Así, tan solo es susceptible de traslado el ahorro de la cuenta individual, los rendimientos y si se 
ha pagado el valor de un bono pensional, pues no toda la cotización es apta de traslado toda 
vez que el aporte se desglosa entre otros, en primas de seguros, gastos de administración, 
el porcentaje para el fondo de garantía mínima. Incluso, tampoco sería posible devolver los 
aportes voluntarios realizados por el afiliado mientras estuvo en el RAIS y que implicaron beneficios 
tributarios a efectos de la declaración de renta, la compra de acciones u otro tipo de inversiones, 
pues se trata de una serie de situaciones que consolidaron” (negrillas fuera de texto) 

“… Y, (iii) en los casos en los que se declare la ineficacia del traslado solo es posible ordenar el 
traslado de los recursos disponibles en la cuenta de ahorro individual, rendimientos y el 
bono pensional si ha sido efectivamente pagado, sin que sea factible ordenar el traslado 
de los valores pagados por las distintas primas, gastos de administración y porcentaje del 
fondo de garantía de pensión mínima ni menos dichos valores de forma indexada (supra 
298 y ss.).” (Negrillas fuera de texto). 

EXCEPCIÓN DEL DEBIDO PROCESO:  

Invoco esta excepción, teniendo en cuenta los más recientes lineamientos de la Sentencia SU 
107 DE 2024 emitida por la Corte Constitucional los cuales no podemos dejar pasar por 
alto, ya que en lo concerniente a la carga de la prueba y así mismo con el fin de garantizar el 
debido proceso, se logró establecer por dicha Corte, considera que se encuentra facultada por 
la Constitución para revisar si un precedente, construido por la Sala Laboral de Corte Suprema 
de Justicia se ajusta a la Constitución. 

Advierte que el precedente de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia 
cuestionado goza de un carácter eminentemente tuitivo en aplicación del artículo 53 de la 
Constitución al punto de anular la actividad probatoria por parte de la parte demandada y su 
valoración por parte de juez. 

Así mismo, aduce que la Corte Suprema de Justicia no reconoce valor probatorio alguno a los 
formularios de afiliación, supone, para las AFP, una ostensible dificultad en su defensa. Además, 
el precedente aludido hace que el juez comprometa su imparcialidad, pues exige siempre y en 
todo caso que las administradoras demuestren, más allá de toda duda, que sí informaron al 
afiliado sobre las consecuencias del traslado surtido entre 1993 y 2009. Demostrar lo anterior, 
con pruebas directas, puede ser una carga irrazonable porque en ese periodo las administradoras 
no tenían el deber legal de guardar una reproducción de lo que, específicamente, el asesor 
comentó al afiliado en la ante sala de su afiliación. 

El Alto Tribunal Constitucional reitera que el juez laboral debe actuar como director del proceso, 
pues goza de amplios poderes y facultades, entre otros, para “adoptar las medidas necesarias 
para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio entre las partes, la 
agilidad y rapidez en su trámite”, Para esto, la autoridad judicial puede valerse de herramientas 
como la facultad oficiosa con que cuenta para decretar y practicar pruebas, en los términos del 
artículo 54 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

Estas razones permiten establecer que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, en lo 
referido a la ineficacia de los traslados, está modificando las reglas relativas a la carga de la 
prueba. Así, este precedente hace que, en últimas, baste a los demandantes expresar 
genéricamente en la demanda que no fueron informados al momento del traslado de régimen 
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pensional y, por lo tanto, no se les exige aportar prueba alguna para demostrar los supuestos 
de hecho que sirven de causa a sus pretensiones. Así pues, dado que las AFP, especialmente en 
el periodo comprendido entre 1993 y 2009, encuentran dificultades para demostrar que sí 
informaron a los demandantes -a partir de pruebas directas-, casi la totalidad de estos casos 
culmina con una sentencia condenatoria. 

NO NOMIDA O GENÉRICA: 

Cualquier otra Excepción y/o Excepciones perentorias que se demuestren dentro del presente 
proceso, fundamentada en lo establecido en los Artículos 305.- Modificado. Decreto. 2282 de 
1989, artículo 1º modificado. 135 (Congruencias) y 306 (Resolución de excepciones) del C.P.C., 
le solicito respetuosamente declarar en la sentencia del medio exceptivo que resulte probado. 
Por remisión analógica del artículo 145 del CPL. 
 

PRUEBAS 
 
PETICIÓN ESPECIAL:  
 
Considerando que al momento de la contestación de la demanda, el expediente de la 
demandante que se encuentra disponible para consulta, en apariencia no consta de todos los 
documentos del caso, respetuosamente señor juez, me permito solicitar se conceda el término 
de 10 días para aportar los demás documentos que integren el expediente administrativo del 
demandante. 
Solicito su señoría, ordene el decreto y la práctica de las siguientes pruebas, para que su 
Honorable Despacho, las tenga en cuenta a la hora de fallar, las cuales, se enuncian a 
continuación:  
 
DOCUMENTALES. Solicito señor juez se tengan como pruebas documentales las siguientes:  

1. Pantallazo del SIAFP 
2. Reporte de Días acreditados  
3. Historia laboral completa Colfondos 
4. Consulta ASOFONDOS 

 
INTERROGATORIO DE PARTE CON RECONOCIMIENTO DEL CONTENIDO DE 
DOCUMENTOS Y FIRMAS. 

 
Sírvase Señor Juez, citar a la demandante MIGUEL ANTONIO SANCHEZ COLÓN, CC. 6887048 
con el fin de que absuelva interrogatorio de parte con  reconocimiento del contenido y firmas de 
los documentos por ella suscritos y que obran como prueba documental dentro del expediente, 
interrogatorio que verbalmente formularé en la audiencia pública que su Despacho señale para 
el efecto. 

PRUEBAS APORTADAS POR LA PARTE ACTORA.  
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 265 del Código General del Proceso y el antiguo 
artículo 277 del C.P.C., modificado por el artículo 27 de la Ley 794 de 2003 y el inciso 4 del 
Artículo 252 del CPC , modificado por el Artículo 11 de la Ley 1395 de 2010, aplicables por 
analogía al procedimiento laboral, desde ya manifestamos que desconocemos el contenido de 
los documentos presentados por la parte actora, que provengan de terceros, pues por esa 
circunstancia, mí representada no tiene certeza de su veracidad y/o autenticidad. 
 
ANEXOS 
 

 Poder 
 Certificado de cámara de comercio de la firma M&M ABOGADOS Y ASOCIADOS S.A.S. 
 Escritura pública 5034 del 28 de septiembre de 2023, otorgada por la Notaria del Circulo 

de Bogotá. 
 

 
NOTFICACIONES 

 
A mí representada, recibe notificaciones en la calle 67 No. 7-94 pisos 3,6,10,11,14 de la ciudad 
de Bogotá D.C, correo electrónico para notificaciones 
judiciales: procesosjudiciales@colfondos.com.co 
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A la suscrita abogada, en la Secretaría del Juzgado o a los correos electrónicos: 
notificacionesjudiciales@mmabogados.co y elianadelabarrera94@gmail.com  
 
  
Cordial saludo, 
 

 
 
ELIANA ANDREA DE LA BARRERA GONZÁLEZ 
C.C. 1.069.493.228 DE SAHAGÚN CÓRDOBA 
T.P. N° 314035 del C.S. de la J.  
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Señor (a) 
 
 
JUEZ QUINTO (5) LABORAL DEL CIRCUITO DE MONTERIA 
j05lcmon@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 
L.  C. 
 
 
ASUNTO: PODER ARTICULO 5 LEY 2213 DE 2022 
 
RADICADO: 23001310500520240015800 
DEMANDANTE: MIGUEL ANTONIO SANCHEZ COLON 
DEMANDADO: COLFONDOS S.A AFP  
 
MM ABOGADOS Y ASOCIADOS S.A.S, sociedad comercial con domicilio principal en la ciudad de 
Santa Marta, identificada con NIT No. 901.237.353-1, representada legalmente por el  señor MIGUEL 
FRANCISCO MARTINEZ URIBE, mayor de edad, vecino de Santa Marta, identificado con cedula de 
ciudadanía No. 1.032.421.417, de conformidad con el PODER GENERAL, otorgado a través de 
Escritura Pública No. 5034 del 28 de septiembre del año 2023, otorgada por la Notaría Dieciséis (16) 
del Círculo de Bogotá D.C, por parte de COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTÍAS, sociedad de 
servicios financieros de carácter privado, sometida a control y vigilancia de la Superintendencia 
Financiera de Colombia, identificada con NIT No. 800.149.496-2 con domicilio principal en la ciudad 
de Bogotá, a través de su representante legal MARCELA GIRALDO GARCIA, identificada con cédula de 
ciudadanía No. 52.812.482, por medio del presente documento y según las facultades otorgadas en el 
mencionado poder, me permito de la misma manera SUSTITUIR poder a la Doctora ELIANA ANDREA 
DE LA BARRERA GONZALEZ, abogada en ejercicio, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1.069.493.228 y, con tarjeta profesional No. 314.035 del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
La apoderada queda facultada para ejercer las facultades previstas en el artículo 77 del Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (C.P.T. y de la S.S.), en concordancia con el artículo 77 
del Código General del Proceso (C.G.P.), el abogado inscrito a la firma jurídica queda facultado para 
conciliar, transigir, desistir, sustituir el poder, ejercer todos los medios de impugnación ordinarios y 
extraordinarios tendientes a garantizar el adecuado cumplimiento del mandato, incluyendo la 
facultades de proponer incidentes, y en general ejercer todas aquellas facultades procesales previstas 
en el ordenamiento jurídico para el adecuado ejercicio del mandato. 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 2213 de 2022, se adjunta copia del poder 
otorgado por COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTÍAS a MM ABOGADOS Y ASOCIADOS S.A.S a 
través de la escritura pública No. 5034 del 28 de septiembre de 2023, otorgada por la Notaría Dieciséis 
(16) del Círculo de Bogotá, con los documentos de existencia y representación legal de las dos 
compañías. 
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Calle 19 No 2A - 43 Ed. Mirador del parque Of. 104 

+57 4221696 / 3008321865 

www.mmabogados.co 

   

   

  

 

A efectos judiciales, la abogada adscrita recibirá notificaciones en el siguiente correo: 
elianadelabarreragonzalez@gmail.com 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
MIGUEL FRANCISCO MARTINEZ URIBE 
C.C No. 1.032.421.417 
Representante Legal 
 
 
 
Acepto, 
 
 
 
 
ELIANA ANDREA DE LA BARRERA GONZALEZ 
C.C No. 1.069.493.226 
T.P No. 314.035 del Consejo Superior de la Judicatura. 
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CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL O DE INSCRIPCIÓN DE DOCUMENTOS.

Con fundamento en las matrículas e inscripciones del Registro Mercantil,

CERTIFICA

NOMBRE, SIGLA, IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO

NOMBRE o RAZÓN SOCIAL: MM ABOGADOS Y ASOCIADOS S.A.S

ORGANIZACIÓN JURÍDICA: SOCIEDAD POR ACCIONES SIMPLIFICADA

CATEGORÍA : PERSONA JURÍDICA PRINCIPAL

NIT : 901237353-1

ADMINISTRACIÓN DIAN : SANTA MARTA

DOMICILIO : SANTA MARTA

MATRICULA - INSCRIPCIÓN

MATRÍCULA NO : 210363

FECHA DE MATRÍCULA : DICIEMBRE 11 DE 2018

ULTIMO AÑO RENOVADO : 2023

FECHA DE RENOVACION DE LA MATRÍCULA : MARZO 07 DE 2023

ACTIVO TOTAL : 2,200,000.00

GRUPO NIIF : GRUPO III - MICROEMPRESAS

UBICACIÓN Y DATOS GENERALES

DIRECCIÓN DEL DOMICILIO PRINCIPAL : CL 19 2A 43 OF 104

BARRIO : CENTRO

MUNICIPIO / DOMICILIO: 47001 - SANTA MARTA

TELÉFONO COMERCIAL 1 : 3008321865

TELÉFONO COMERCIAL 2 : 6054221696

TELÉFONO COMERCIAL 3 : 3014221322

CORREO ELECTRÓNICO No. 1 : notificacionesjudiciales@mmabogados.co

DIRECCIÓN PARA NOTIFICACIÓN JUDICIAL : CL 19 2A 43 OF 104

MUNICIPIO : 47001 - SANTA MARTA

BARRIO : CENTRO

TELÉFONO 1 : 3008321865

TELÉFONO 2 : 6054221696

CORREO ELECTRÓNICO : notificacionesjudiciales@mmabogados.co

NOTIFICACIONES A TRAVÉS DE CORREO ELECTRÓNICO

De acuerdo con lo establecido en el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo

Contencioso Administrativo, SI AUTORIZO para que me notifiquen personalmente a través del correo electrónico
de notificación : notificacionesjudiciales@mmabogados.co

CERTIFICA - ACTIVIDAD ECONÓMICA

ACTIVIDAD PRINCIPAL : M6910 - ACTIVIDADES JURIDICAS

ACTIVIDAD SECUNDARIA : L6810 - ACTIVIDADES INMOBILIARIAS REALIZADAS CON BIENES PROPIOS O ARRENDADOS

OTRAS ACTIVIDADES : L6820 - ACTIVIDADES INMOBILIARIAS REALIZADAS A CAMBIO DE UNA RETRIBUCION O POR CONTRATA

CERTIFICA - CONSTITUCIÓN

POR DOCUMENTO PRIVADO NÚMERO 1 DEL 06 DE DICIEMBRE DE 2018 DE ACCIONISTAS, REGISTRADO EN ESTA CÁMARA DE

COMERCIO BAJO EL NÚMERO 56565 DEL LIBRO IX DEL REGISTRO MERCANTIL EL 11 DE DICIEMBRE DE 2018, SE INSCRIBE :

LA CONSTITUCIÓN DE PERSONA JURIDICA DENOMINADA MM ABOGADOS Y ASOCIADOS S.A.S.

CERTIFICA - VIGENCIA
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VIGENCIA: QUE EL TÉRMINO DE DURACIÓN DE LA PERSONA JURÍDICA ES INDEFINIDO.

CERTIFICA - OBJETO SOCIAL

OBJETO SOCIAL: LA SOCIEDAD TENDRÁ COMO OBJETO PRINCIPAL LA PRESTACIÓN INTEGRAL DE ASESORÍAS JURÍDICAS. Y

COMO ACTIVIDADES SECUNDARIAS LA RECUPERACIÓN DE CARTERA MOROSA O CASTIGADA; ACTIVIDADES DE ASESORAMIENTO

EMPRESARIAL Y EN MATERIA DE GESTIÓN Y OTROS TIPOS DE COMERCIO AL POR MENOR NO REALIZADO EN ESTABLECIMIENTO Y

EN GENERAL LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER ACTIVIDAD COMERCIAL O CIVIL LÍCITA. EN DESARROLLO DE SU OBJETO

SOCIAL, LA SOCIEDAD PODRÁ CELEBRAR EJECUTAR Y LLEVAR A CABO EN SU PROPIO NOMBRE O POR CUENTA DE TERCEROS O

EN PARTICIPACIÓN CON ELLOS, TODOS LOS ACTOS, CONTRATOS, OPERACIONES COMERCIALES, INDUSTRIALES,

ADMINISTRATIVAS O FINANCIERAS QUE SEAN NECESARIAS O CONVENIENTES PARA LOS FINES SOCIALES DIRECTOS QUE

PERSIGUE; LA INVERSIÓN EN TODA CLASE DE BIENES MUEBLES E INMUEBLES, SEAN RURALES O URBANOS, LA COMPRA Y

VENTA DE BIENES MUEBLES E INMUEBLES, CONSTRUCCIÓN, FINANCIACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE INMUEBLES; PRESTACIÓN DE

SERVICIOS DE TRANSPORTE. PARA EL CUMPLIMIENTO DEL OBJETO SOCIAL PRINCIPAL, LA SOCIEDAD PODRÁ: 1). ADQUIRIR O

ENAJENAR A CUALQUIER TÍTULO TODA CLASE DE BIENES MUEBLES O INMUEBLES, CORPORALES PARA EL DESARROLLO DE SU

ACTIVIDAD SOCIAL; DAR EN PRENDA O EN ANTICRESIS LOS PRIMEROS E HIPOTECAR LOS SEGUNDOS O GRABARLOS EN GENERAL

EN RESPALDO DE OBLIGACIONES NECESARIAS PARA EL CUMPLIMIENTO DEL OBJETO SOCIAL AQUÍ PREVISTO. 2) ADQUIRIR

TODA CLASE DE DERECHOS DE PROPIEDAD INDUSTRIAL TALES COMO MARCAS, PATENTES, INNOVACIONES, INVENTOS Y DEMÁS,

RECIBIR O DAR TECNOLOGÍA PARA EL DESARROLLO DE SUS OPERACIONES SOCIALES A CAMBIO DE REGALÍAS. 3) DAR O

RECIBIR EN MUTUO, CON O SIN INTERESES PARA SUS PROPIAS OPERACIONES SOCIALES, CONTRATAR LOS SEGUROS QUE

REQUIERA EL AMPARO DE SUS BIENES SOCIALES CON EMPRESA ASEGURADORAS LEGALMENTE CONSTITUIDA EN TERRITORIO

COLOMBIANO. 4) TOMAR O DAR INMUEBLES EN ARRENDAMIENTO PARA LA CORRECTA EJECUCIÓN DE SUS ACTIVIDADES,

CELEBRAR OPERACIONES DE CRÉDITO CON ESTABLECIMIENTOS BANCARIOS, CORPORACIONES DE AHORRO, ENTIDADES O

INSTITUCIONES DE FOMENTO INDUSTRIAL O COMERCIAL EN GENERAL PARA EL CABAL DESARROLLO DE SU OBJETIVO. 5)

CELEBRAR CONTRATO DE CUENTA CORRIENTE CON ESTABLECIMIENTOS BANCARIOS PARA EL GIRO ORDINARIO DE SU ACTIVIDAD

Y DESARROLLO. 6) FORMAR PARTE DE OTRAS SOCIEDADES COMO CONSTITUYENTE O APORTARTE SIEMPRE QUE TENGA LOS

MISMOS NEGOCIOS SOCIALES O ACTIVIDADES ANÁLOGAS O COMPLEMENTARIAS DE LAS PROPIAS, FUSIONAR CON ELLAS. 7)

CELEBRAR TODA CLASE DE ACTOS. 8) TRANSIGIR LAS DIFERENCIAS QUE SE PRESENTAN CON TERCEROS O SOMETERLAS A

ARBITRAMIENTO Y ESTIPULAR LA CLÁUSULA COMPROMISORIA. 9) DE CONTRATOS, DE OPERACIONES QUE, COMO LAS

ANTERIORES, TENDRÁN DIRECTAMENTE EL CUMPLIMIENTO DE CUALQUIERA DE LAS ACTIVIDADES QUE CONSTITUYEN SU OBJETO

SOCIAL PRINCIPAL. 10) LA SOCIEDAD PODRÁ GARANTIZAR ANTE TERCEROS OBLIGACIONES CONTRATADAS POR EMPRESAS DE

LAS CUALES SEA ACCIONISTA. 11) PODRÁ LA SOCIEDAD PROMOVER INVESTIGACIÓN CIENTÍFICAS O TECNOLÓGICAS DE

CUALQUIER NATURALEZA Y MATERIA, YA SEA DIRECTA O INDIRECTAMENTE O A TRAVÉS DE ENTIDADES ESPECIALIZADAS,

EFECTUAR DONACIONES O CONTRIBUCIONES CON FINES CIENTÍFICOS, CULTURALES O DE DESARROLLO SOCIAL DEL PAÍS. LA

SOCIEDAD PODRÁ LLEVAR A CABO, EN GENERAL, TODAS LAS OPERACIONES, DE CUALQUIER NATURALEZA QUE ELLAS FUEREN,

RELACIONADAS CON EL OBJETO MENCIONADO, ASÍ COMO CUALESQUIERA ACTIVIDADES SIMILARES, CONEXAS O

COMPLEMENTARIAS O QUE PERMITAN FACILITAR O DESARROLLAR EL COMERCIO O LA INDUSTRIA DE LA SOCIEDAD.

CERTIFICA - CAPITAL

TIPO DE CAPITAL VALOR ACCIONES VALOR NOMINAL

CAPITAL AUTORIZADO 2.000.000,00 100,00 20.000,00

CAPITAL SUSCRITO 2.000.000,00 100,00 20.000,00

CAPITAL PAGADO 2.000.000,00 100,00 20.000,00

CERTIFICA

REPRESENTANTES LEGALES - PRINCIPALES

POR DOCUMENTO PRIVADO NÚMERO 1 DEL 06 DE DICIEMBRE DE 2018 DE ACCIONISTAS, REGISTRADO EN ESTA CÁMARA DE

COMERCIO BAJO EL NÚMERO 56565 DEL LIBRO IX DEL REGISTRO MERCANTIL EL 11 DE DICIEMBRE DE 2018, FUERON

NOMBRADOS : 

CARGO NOMBRE IDENTIFICACION
REPRESENTANTE LEGAL MARTINEZ URIBE MIGUEL FRANCISCO CC 1,032,421,417

CERTIFICA

REPRESENTANTES LEGALES SUPLENTES

POR DOCUMENTO PRIVADO NÚMERO 1 DEL 06 DE DICIEMBRE DE 2018 DE ACCIONISTAS, REGISTRADO EN ESTA CÁMARA DE

COMERCIO BAJO EL NÚMERO 56565 DEL LIBRO IX DEL REGISTRO MERCANTIL EL 11 DE DICIEMBRE DE 2018, FUERON

NOMBRADOS : 
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CARGO NOMBRE IDENTIFICACION
REPRESENTANTE LEGAL SUPLENTE HERNANDEZ DANGOND JENNIFER CC 1,082,949,306

CERTIFICA - FACULTADES Y LIMITACIONES

ADMINISTRACION: REPRESENTACIÓN LEGAL: LA REPRESENTACIÓN LEGAL DE LA SOCIEDAD POR ACCIONES SIMPLIFICADA

ESTARÁ A CARGO DE UNA PERSONA NATURAL O JURÍDICA, ACCIONISTA O NO, QUIEN NO TENDRÁ SUPLENTES, DESIGNADO PARA

UN TÉRMINO DE 2 (DOS) AÑOS POR LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS. EL REPRESENTANTE LEGAL Y SU SUPLENTE

PODRAN SER REELEGIDOS INDEFINIDAMENTE. EN AQUELLOS CASOS EN QUE EL REPRESENTANTE LEGAL SEA UNA PERSONA

JURIDICA, LAS FUNCIONES QUEDARAN A CARGO DEL REPRESENTANTE LEGAL DE ESTA. FACULTADES DEL REPRESENTANTE

LEGAL: LA SOCIEDAD SERÁ GERENCIADA, ADMINISTRADA Y REPRESENTADA LEGALMENTE ANTE TERCEROS POR EL

REPRESENTANTE LEGAL, QUIEN NO TENDRÁ RESTRICCIONES DE CONTRATACIÓN POR RAZÓN DE LA NATURALEZA NI DE LA

CUANTÍA DE LOS ACTOS QUE CELEBRE. POR LO TANTO, SE ENTENDERÁ QUE EL REPRESENTANTE LEGAL PODRÁ CELEBRAR O

EJECUTAR TODOS LOS ACTOS Y CONTRATOS COMPRENDIDOS EN EL OBJETO SOCIAL O QUE SE RELACIONEN DIRECTAMENTE CON

LA EXISTENCIA Y EL FUNCIONAMIENTO DE LA SOCIEDAD. EL REPRESENTANTE LEGAL SE ENTENDERÁ INVESTIDO DE LOS MÁS

AMPLIOS PODERES PARA ACTUAR EN TODAS LAS CIRCUNSTANCIAS EN NOMBRE DE LA SOCIEDAD, CON EXCEPCIÓN DE AQUELLAS

FACULTADES QUE, DE ACUERDO CON LOS ESTATUTOS, SE HUBIEREN RESERVADO LOS ACCIONISTAS. EN LAS RELACIONES

FRENTE A TERCEROS, LA SOCIEDAD QUEDARÁ OBLIGADA POR LOS ACTOS Y CONTRATOS CELEBRADOS POR EL REPRESENTANTE

LEGAL. PARÁGRAFO. EL REPRESENTANTE LEGAL Y SU SUPLENTE, TENDRÁN LAS SIGUIENTES FUNCIONES: 1. EJERCER LA

REPRESENTACIÓN LEGAL DE LA SOCIEDAD, TANTO JUDICIAL COMO EXTRAJUDICIAL; 2. DIRIGIR, PLANEAR, ORGANIZAR,

ESTABLECER POLÍTICAS Y CONTROLAR LAS OPERACIONES EN EL DESARROLLO DEL OBJETO SOCIAL DE LA SOCIEDAD; 3.

EJECUTAR O CELEBRAR TODOS LOS ACTOS O CONTRATOS COMPRENDIDOS DENTRO DEL GIRO ORDINARIO DE LOS NEGOCIOS

SOCIALES, SIN LIMITACIÓN EN LA CUANTÍA. 4. NOMBRAR Y REMOVER LOS EMPLEADOS DE LA SOCIEDAD CUYA DESIGNACIÓN

NO CORRESPONDA A LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS; 5. CUMPLIR LAS ÓRDENES DEL MÁXIMO ÓRGANO SOCIAL, ASÍ

COMO VIGILAR EL FUNCIONAMIENTO DE LA SOCIEDAD E IMPARTIR LAS INSTRUCCIONES QUE SEAN NECESARIAS PARA LA BUENA

MARCHA DE LA MISMA; 6. RENDIR CUENTAS SOPORTADAS DE SU GESTIÓN, CUANDO SE LO EXIJA LA ASAMBLEA GENERAL DE

ACCIONISTAS; 7. PRESENTAR A TREINTA Y UNO (31) DE DICIEMBRE DE CADA AÑO, EL BALANCE DE LA SOCIEDAD Y UN

ESTADO DE PÉRDIDAS Y GANANCIAS PARA SU EXAMEN POR PARTE DE LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS; 8. LAS DEMÁS

FUNCIONES QUE LE SEÑALE LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS.

INFORMA - TAMAÑO DE EMPRESA

De conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.13.2.1 del Decreto 1074 de 2015 y la Resolución 2225 de

2019 del DANE el tamaño de la empresa es MICRO EMPRESA

Lo anterior de acuerdo a la información  reportada por el matriculado o inscrito en el formulario RUES:

Ingresos por actividad ordinaria : $49,000,000

Actividad económica por la que percibió mayores ingresos en el periodo - CIIU : M6910

CERTIFICA

LA INFORMACIÓN ANTERIOR HA SIDO TOMADA DIRECTAMENTE DEL FORMULARIO DE MATRÍCULA Y RENOVACIÓN DILIGENCIADO POR

EL COMERCIANTE

CERTIFICA

DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO

CONTENCIOSO Y DE LA LEY 962 DE 2005, LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DE REGISTRO AQUÍ CERTIFICADOS

QUEDAN EN FIRME DIEZ (10) DÍAS HÁBILES DESPUES DE LA FECHA DE INSCRIPCIÓN, SIEMPRE QUE NO SEAN

OBJETO DE RECURSOS. EL DÍA SÁBADO NO SE DEBE CONTAR COMO DÍA HÁBIL.

VALOR DEL CERTIFICADO : $7,900

CERTIFICADO EXPEDIDO A TRAVES DEL PORTAL DE SERVICIOS VIRTUALES (SII)

IMPORTANTE: La firma digital del secretario de la CAMARA DE COMERCIO DE SANTA MARTA PARA EL MAGDALENA contenida en este certificado electrónico se
encuentra emitida por una entidad de certificación acreditada por el Organismo Nacional de Acreditación de Colombia (ONAC), de conformidad con las exigencias
establecidas en la Ley 527 de 1999 para validez jurídica y probatoria de los documentos electrónicos. 

La firma digital no es una firma digitalizada o escaneada, por lo tanto, la firma digital que acompaña este documento la podrá verificar a través de su aplicativo visor de
documentos pdf. 

No obstante, si usted va a imprimir este certificado, lo puede hacer desde su computador, con la certeza de que el mismo fue expedido a través del canal virtual de la
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cámara de comercio y que la persona o entidad a la que usted le va a entregar el certificado impreso, puede verificar hasta po 60 días y cuantas veces lo requiera, el
contenido del mismo, ingresando al enlace https://sii.confecamaras.co/vista/plantilla/cv.php?empresa=32 seleccionando la cámara de comercio e indicando el código de
verificación WMDhh13UVC 

Al realizar la verificación podrá visualizar (y descargar) una imagen exacta del certificado que fue entregado al usuario en el momento que se realizó la transacción. 

La firma mecánica que se muestra a continuación es la representación gráfica de la firma del secretario jurídico (o de quien haga sus veces) de la Cámara de Comercio
quien avala este certificado. La firma mecánica no reemplaza la firma digital en los documentos electrónicos.  

*** FINAL DEL CERTIFICADO ***
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REPORTE DE DÍAS ACREDITADOS
En este reporte te presentamos la totalidad de aportes realizados en tu nombre al Sistema general de pensiones en el periodo solicitado.

Fecha de Generación:

Identificación:

Afiliado:

11/07/2024

C.C 6887048

SANCHEZ COLON MIGUEL ANTONIO

Resumen de Semanas

(+) Sem. acred. en el fondo ....    360,14 Días acred. en el Fondo ....    2521

(+) Sem. acred. origen Bono .... Días acred. origen Bono ....

(+) Sem. acred. otras AFPS ..... Días acred. otras AFPS .....

(+) Sem. acred. otras Cotiz. ... Días acred. otras Cotiz.....

(+) Sem. acred. revocatoria RP.. Días acred. revocatoria RP..

(+) Sem. acred. revocatoria RV.. Días acred. revocatoria RV..

(=) Total semanas acreditadas ..    360,14 Total días acreditados .....    2521

(+) Delta en semanas ........... Delta en días ..............

360,14 Total días para B y P .... 2521

(-) Semanas simultáneas ........ Días simultáneos ...........

Total semanas para B y P ..

Periodo
(aaaa/mm)

Tipo Acreditación Días
Acreditados

Periodos Cotizados:

Días
Cotizados

Salario
acumulado

Salario
mensual

Origen
cotización

Fecha del
aporte

(aaaa/mm/dd)

Semanas
cotizadas

Id
Empleador

Razón
social AFP

Detalle de semanas

Nombre AFP

1997/05 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.532.366   2.532.366 COT. DEL MISMO FON 1997/06/06   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE
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Periodo
(aaaa/mm)

Tipo Acreditación Días
Acreditados

Periodos Cotizados:

Días
Cotizados

Salario
acumulado

Salario
mensual

Origen
cotización

Fecha del
aporte

(aaaa/mm/dd)

Semanas
cotizadas

Id
Empleador

Razón
social AFP

Detalle de semanas

Nombre AFP

1997/06 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.302.151   2.302.151 COT. DEL MISMO FON 1997/07/08   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1997/07 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.302.151   2.302.151 COT. DEL MISMO FON 1997/08/05   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1997/08 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.302.151   2.302.151 COT. DEL MISMO FON 1997/09/10   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1997/09 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.302.151   2.302.151 COT. DEL MISMO FON 1997/10/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1997/10 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.302.151   2.302.151 COT. DEL MISMO FON 1997/11/07   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1997/11 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.302.151   2.302.151 COT. DEL MISMO FON 1997/12/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1997/12 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.302.151   2.302.151 COT. DEL MISMO FON 1998/01/07   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/01 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.302.151   2.302.151 COT. DEL MISMO FON 1998/02/10   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/02 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.038.839   3.038.839 COT. DEL MISMO FON 1998/03/10   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/03 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1998/04/14   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/04 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1998/05/08   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/05 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1998/06/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/06 COT. FONDO ACTUAL 30 30   1.958.363   1.958.363 COT. DEL MISMO FON 1998/07/10   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/07 COT. FONDO ACTUAL 30 30   1.424.264   1.424.264 COT. DEL MISMO FON 1998/08/06   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/08 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1998/09/08   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/09 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1998/10/07   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/10 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1998/11/12   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/11 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1998/12/10   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1998/12 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1999/01/06   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/01 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.670.495   2.670.495 COT. DEL MISMO FON 1999/02/05   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE
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1999/02 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.471.643   3.471.643 COT. DEL MISMO FON 1999/03/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/03 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/04/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/04 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/05/07   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/05 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/06/10   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/06 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/07/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/07 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/08/06   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/08 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/09/07   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/09 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/10/08   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/10 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/11/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/11 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 1999/12/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

1999/12 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.069   3.071.069 COT. DEL MISMO FON 2000/01/06   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/01 COT. FONDO ACTUAL 30 30   3.071.000   3.071.000 COT. DEL MISMO FON 2000/02/09   4,29  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/02 COT. FONDO ACTUAL 15 15   1.536.000   3.072.000 COT. DEL MISMO FON 2000/03/13   2,14  800175746 EMPRESA URRA SA  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/04 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2000/11/17   4,29 .  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/05 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2000/06/09   4,29  860034335 GOMEZ CAJIAO Y  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/06 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2000/07/05   4,29  860034335 GOMEZ CAJIAO Y  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/07 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2000/08/08   4,29  860034335 GOMEZ CAJIAO Y  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/08 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2000/09/01   4,29  860034335 GOMEZ CAJIAO Y  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/09 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2000/10/05   4,29  860034335 GOMEZ CAJIAO Y  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/10 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2000/11/08   4,29  860034335 GOMEZ CAJIAO Y  00010 COLFONDOS PENSIONE
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2000/11 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2000/12/07   4,29  860034335 GOMEZ CAJIAO Y  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/12 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.810.000   2.810.000 COT. DEL MISMO FON 2001/01/09   4,29  860034335 GOMEZ CAJIAO Y  00010 COLFONDOS PENSIONE

2004/11 COT. FONDO ACTUAL 14 14   1.073.000   2.299.286 COT. DEL MISMO FON 2004/11/30   2,00 .  00010 COLFONDOS PENSIONE

2004/12 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.300.000   2.300.000 COT. DEL MISMO FON 2005/01/04   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/01 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.300.000   2.300.000 COT. DEL MISMO FON 2005/02/04   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/02 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.300.000   2.300.000 COT. DEL MISMO FON 2005/03/04   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/03 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.300.000   2.300.000 COT. DEL MISMO FON 2005/04/07   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/04 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.300.000   2.300.000 COT. DEL MISMO FON 2005/05/05   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/05 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2005/06/07   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/06 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2005/07/06   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/07 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2005/08/03   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/08 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2005/09/05   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/09 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2005/10/06   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/10 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2005/11/04   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/11 COT. FONDO ACTUAL 16 30   1.877.000   3.567.321 COT. DEL MISMO FON 2005/12/06   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2005/12 COT. FONDO ACTUAL 16 30   1.285.000   2.698.929 COT. DEL MISMO FON 2006/01/05   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/01 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2006/02/03   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/02 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2006/03/03   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/03 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2006/04/03   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/04 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2006/05/05   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE
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2006/05 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2006/06/06   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/06 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.315.000   2.315.000 COT. DEL MISMO FON 2006/07/05   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/07 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.547.000   2.547.000 COT. DEL MISMO FON 2006/08/04   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/08 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.439.000   2.439.000 COT. DEL MISMO FON 2006/09/05   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/09 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.431.000   2.431.000 COT. DEL MISMO FON 2006/10/04   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/10 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.431.000   2.431.000 COT. DEL MISMO FON 2006/11/03   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/11 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.431.000   2.431.000 COT. DEL MISMO FON 2006/12/06   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2006/12 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.431.000   2.431.000 COT. DEL MISMO FON 2007/01/04   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/01 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.431.000   2.431.000 COT. DEL MISMO FON 2007/02/06   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/02 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.431.000   2.431.000 COT. DEL MISMO FON 2007/03/05   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/03 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.431.000   2.431.000 COT. DEL MISMO FON 2007/04/02   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/04 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/05/03   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/05 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/06/01   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/06 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/06/29   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/07 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/08/01   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/08 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/09/03   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/09 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/09/21   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/10 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/11/01   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/11 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/12/03   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2007/12 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2007/12/28   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

5 8Pagina: de



Periodo
(aaaa/mm)

Tipo Acreditación Días
Acreditados

Periodos Cotizados:

Días
Cotizados

Salario
acumulado

Salario
mensual

Origen
cotización

Fecha del
aporte

(aaaa/mm/dd)

Semanas
cotizadas

Id
Empleador

Razón
social AFP

Detalle de semanas

Nombre AFP

2008/01 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2008/01/28   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2008/02 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2008/02/28   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2008/03 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.541.000   2.541.000 COT. DEL MISMO FON 2008/03/31   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2008/04 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.685.000   2.685.000 COT. DEL MISMO FON 2008/05/06   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2008/05 COT. FONDO ACTUAL 30 30   2.685.000   2.685.000 COT. DEL MISMO FON 2008/05/27   4,29  830026612 EMEC S A S  00010 COLFONDOS PENSIONE

2000/03 31

2001/01 31

2001/02 28

2001/03 31

2001/04 30

2001/05 31

2001/06 30

2001/07 31

2001/08 31

2001/09 30

2001/10 31

2001/11 30

2001/12 31

Detalle de Periodos Faltantes:

Período Desde Número de DíasPeríodo Hasta Número de Semanas
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2002/01 31

2002/02 28

2002/03 31

2002/04 30

2002/05 31

2002/06 30

2002/07 31

2002/08 31

2002/09 30

2002/10 31

2002/11 30

2002/12 31

2003/01 31

2003/02 28

2003/03 31

2003/04 30

2003/05 31

2003/06 30

2003/07 31

2003/08 31

2003/09 30

2003/10 31

2003/11 30

2003/12 31

2004/01 31

2004/02 29

2004/03 31

2004/04 30

2004/05 31

2004/06 30

2004/07 31

2004/08 31

2004/09 30

2004/10 31
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MIS - Nulidades
Jose Alejandro Fraile Duque
ESPECIALISTA DE DATOS

Información demanda

Información calculo conveniencia

Información cliente

Consulta individual por cliente

Nombre
MIGUEL ANTONIO SANCHEZ COLON

Género
M

Estado
Trasladado

Clasif Monto
Medio

Cotizante
No cotizante

Direccion
(En blanco)

Email
(En blanco)

Email alterno
(En blanco)

Doble asesoria
NO

Estuvo en Colpensiones
NO

Cliente con fallo
SIN FALLO

Meses PAP 10
-127

Origen afiliacion
Vinculacion inicial

Periodo PAP 10
201308

Cliente con demanda
DEMANDANTE

Pretencion demanda
ANULACION DE LA AFILIACION

Fecha primera cotizacion
199705

Antiguedad afiliacion
> 8 Años

Alta necesidad de ganar
BAJA

Semanas cotizadas
0,00

Saldo CAI
0

Celular
(En blanco)

Conveniencia
(En blanco)

Mesada Colfondos
(En blanco)

Mesada Colpensiones
(En blanco)

Semanas a pensión
(En blanco)

Saldo CAI a pensión
(En blanco)

Fecha corte bono
(En blanco)

Valor bono actualizado
(En blanco)

Valor bono a fecha de corte
(En blanco)

Abogado contraparte
AROL GUILLERMO JIMENEZ SANTAMARIA

Abogado externo
MIGUEL ANGEL ARJONA HINCAPIE

Ciudad territorial
MONTERIA

Ciudad dependencia
MONTERIA

Estado del proceso
CERRADO

Etapa proceso
COSTAS

Fecha creacion
martes, 14 de enero de 2020

Instancia proceso
PRIMERA

Valor provisión
0

Ingrese el numero de identificación
6887048

Ultimo IBC
2.685.000

Fecha nacimiento
27/08/1961

Ingrese el numero de identificación
6887048

Regimen de transicion
(En blanco)

Valor en riesgo
0

Prima seguro
(En blanco)

Prima seguro indexada
(En blanco)

Comisión adm
(En blanco)

Comisión adm indexada
(En blanco)

Costas probables
0

Honorarios probables
0
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10 de Julio de 2024 Registrar
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Buscar en Wiki SIAFP   🔍       

Historial de vinculaciones

Hora de la consulta : 11:00:22 AM
Afiliado: CC 6887048   MIGUEL ANTONIO   SANCHEZ COLON  

Vinculaciones para : CC 6887048
Tipo de

vinculación
Fecha de
solicitud

Fecha de
proceso AFP destino AFP

origen
AFP origen antes de

reconstrucción
Fecha inicio de

efectividad
Fecha fin de
efectividad

Vinculación
inicial 1997-05-08 2004/04/16 COLFONDOS 1997-05-09 2008-05-31

Un item encontrado.
1

Vinculaciones migradas de Mareigua para: CC 6887048
Fecha de novedad Fecha de proceso Código de novedad Descripción AFP AFP involucrada

1997-05-08 1997-06-04 01 AFILIACION COLFONDOS

Un item encontrado.
1
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Tipo y número de identificación CC - 6887048

Nombres actuales del afiliado SANCHEZ COLON MIGUEL ANTONIO

Total de semanas cotizadas 364.14

Período Tipo de identificación del aportante

199705 NI

199706 NI

199707 NI

199708 NI

199709 NI

199710 NI

199711 NI

199712 NI

199801 NI

199802 NI

199803 NI

199804 NI

199805 NI

199806 NI

199807 NI

199808 NI

199809 NI

199810 NI

199811 NI

199812 NI

199901 NI

199902 NI

199903 NI

199904 NI

199905 NI

199906 NI

199907 NI

199908 NI

199909 NI

199910 NI

199911 NI

199912 NI

200001 NI

200002 NI

200004 NI

200004 NI

200005 NI

200006 NI

200007 NI

200008 NI

200009 NI

200010 NI

200011 NI

200012 NI

200411 NI

200412 NI

200501 NI

200502 NI

200503 NI

200504 NI

200505 NI

200506 NI

200507 NI

200508 NI

200509 NI

200510 NI

200511 NI



200511 NI

200512 NI

200512 NI

200601 NI

200602 NI

200603 NI

200604 NI

200605 NI

200606 NI

200607 NI

200608 NI

200609 NI

200609 NI

200610 NI

200611 NI

200612 NI

200701 NI

200702 NI

200703 NI

200704 NI

200705 NI

200706 NI

200707 NI

200708 NI

200709 NI

200710 NI

200711 NI

200712 NI

200801 NI

200802 NI

200803 NI

200804 NI

200805 NI



Número de identificación del aportante Razón social del aportante Identificación del aporte

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000000962143001007000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001409644001037000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001409649001038000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001409650001037000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001300580001035000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001552378001030000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001552400001015000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001552410001029000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001796796001027000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001796806001009000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001721410001009000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001721412001018000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001721416001028000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001552392001028000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001352777001009000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001352778001027000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000001352775001027002

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002381362001007000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002381365001007000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002381375001007000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002381378001027001

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002517064001007000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002517084001007001

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002517068001027000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002517071001026000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002686461001026000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002686467001005000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002834090001005000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002834081001004000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002686470001004000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002686476001004000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000002686475001004000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000007150931001005000

800175746 EMPRESA URRA S.A. E.S.P. 000007150932001005000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000001721298001003000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A0000251460670010030010004

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000007204008001002000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000007204003001002000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000001721223001002000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000001721233001002000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000001721232001002000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000001721225001002000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000001721228001002000

860034335 GOMEZ CAJIAO Y ASOCIADOS S A000007859775001002000

830026612 EMEC LTDA 000009272267001013000

830026612 EMEC LTDA 000009277641001012000

830026612 EMEC LTDA 000009288746001013000

830026612 EMEC LTDA 000009299669001012000

830026612 EMEC LTDA 000009309707001012000

830026612 EMEC LTDA 000009318296001013000

830026612 EMEC LTDA 000009326659001013000

830026612 EMEC LTDA 000009335353001013000

830026612 EMEC LTDA 000009346276001014000

830026612 EMEC LTDA 000009354407001015000

830026612 EMEC LTDA 000009365143001015000

830026612 EMEC LTDA 000009374300001015000

800229163 LABORANDO LTDA 000022630677001003000



830026612 EMEC LTDA 000009382701001013000

800229163 LABORANDO LTDA 000023138510001011000

830026612 EMEC LTDA 000009393987001016000

830026612 EMEC LTDA 000009400794001013000

830026612 EMEC LTDA 000009407927001013000

830026612 EMEC LTDA 000009416555001013000

830026612 EMEC LTDA 000009427536001013000

830026612 EMEC LTDA 000009435549001013000

830026612 EMEC LTDA 000009440918001013000

830026612 EMEC LTDA 000009451988001013000

830026612 EMEC LTDA 000009457957001012000

830026612 EMEC LTDA 000009465106001013000

830026612 EMEC LTDA 0000255356830010130010609

830026612 EMEC LTDA 000009471022001013000

830026612 EMEC LTDA 000950038229001013000

830026612 EMEC LTDA 000950050892001013000

830026612 EMEC LTDA 000950066846001014000

830026612 EMEC LTDA 000950082788001014000

830026612 EMEC LTDA 000950104152001014000

830026612 EMEC LTDA 000950133834001014000

830026612 EMEC LTDA 000950168772001014000

830026612 EMEC LTDA 000950208589001014000

830026612 EMEC LTDA 000950257922001014000

830026612 EMEC LTDA 000950314263001014000

830026612 EMEC LTDA 000950369980001014000

830026612 EMEC LTDA 000950441439001014000

830026612 EMEC LTDA 000950509784001014000

830026612 EMEC LTDA 000950576821001013000

830026612 EMEC LTDA 000950644048001013001

830026612 EMEC LTDA 000950712882001013000

830026612 EMEC LTDA 000950782630001012000

830026612 EMEC LTDA 000950865364001012000

830026612 EMEC LTDA 000950930318001012000



Tipo de aporte Días cotizados IBC Fecha de pago

1: Aporte normal 30 2532366 1997/06/06

1: Aporte normal 30 2302151 1997/07/08

1: Aporte normal 30 2302151 1997/08/05

1: Aporte normal 30 2302151 1997/09/10

1: Aporte normal 30 2302151 1997/10/09

1: Aporte normal 30 2302151 1997/11/07

1: Aporte normal 30 2302151 1997/12/09

1: Aporte normal 30 2302151 1998/01/07

1: Aporte normal 30 2302151 1998/02/10

1: Aporte normal 30 3038839 1998/03/10

1: Aporte normal 30 2670495 1998/04/14

1: Aporte normal 30 2670495 1998/05/08

1: Aporte normal 30 2670495 1998/06/09

1: Aporte normal 30 1958363 1998/07/10

1: Aporte normal 30 1424264 1998/08/06

1: Aporte normal 30 2670495 1998/09/08

1: Aporte normal 30 2670495 1998/10/07

1: Aporte normal 30 2670495 1998/11/12

1: Aporte normal 30 2670495 1998/12/10

1: Aporte normal 30 2670495 1999/01/06

1: Aporte normal 30 2670495 1999/02/05

1: Aporte normal 30 3471643 1999/03/09

1: Aporte normal 30 3071069 1999/04/09

1: Aporte normal 30 3071069 1999/05/07

1: Aporte normal 30 3071069 1999/06/10

1: Aporte normal 30 3071069 1999/07/09

1: Aporte normal 30 3071069 1999/08/06

1: Aporte normal 30 3071069 1999/09/07

1: Aporte normal 30 3071069 1999/10/08

1: Aporte normal 30 3071069 1999/11/09

1: Aporte normal 30 3071069 1999/12/09

1: Aporte normal 30 3071069 2000/01/06

1: Aporte normal 30 3071000 2000/02/09

1: Aporte normal 15 1536000 2000/03/13

1: Aporte normal 30 2810000 2000/05/09

4: Aporte adicional 0 0 2008/03/05

1: Aporte normal 30 2810000 2000/06/09

1: Aporte normal 30 2810000 2000/07/05

1: Aporte normal 30 2810000 2000/08/08

1: Aporte normal 30 2810000 2000/09/01

1: Aporte normal 30 2810000 2000/10/05

1: Aporte normal 30 2810000 2000/11/08

1: Aporte normal 30 2810000 2000/12/07

1: Aporte normal 30 2810000 2001/01/09

1: Aporte normal 14 1073000 2004/12/07

1: Aporte normal 30 2300000 2005/01/04

1: Aporte normal 30 2300000 2005/02/04

1: Aporte normal 30 2300000 2005/03/04

1: Aporte normal 30 2300000 2005/04/07

1: Aporte normal 30 2300000 2005/05/05

1: Aporte normal 30 2315000 2005/06/07

1: Aporte normal 30 2315000 2005/07/06

1: Aporte normal 30 2315000 2005/08/03

1: Aporte normal 30 2315000 2005/09/05

1: Aporte normal 30 2315000 2005/10/06

1: Aporte normal 30 2315000 2005/11/04

1: Aporte normal 14 179000 2005/12/12



1: Aporte normal 16 1698000 2005/12/06

1: Aporte normal 16 204000 2006/01/13

1: Aporte normal 14 1081000 2006/01/05

1: Aporte normal 30 2315000 2006/02/03

1: Aporte normal 30 2315000 2006/03/03

1: Aporte normal 30 2315000 2006/04/03

1: Aporte normal 30 2315000 2006/05/05

1: Aporte normal 30 2315000 2006/06/06

1: Aporte normal 30 2315000 2006/07/05

1: Aporte normal 30 2547000 2006/08/04

1: Aporte normal 30 2439000 2006/09/05

1: Aporte normal 30 2431000 2006/10/04

4: Aporte adicional 0 0 2006/10/04

1: Aporte normal 30 2431000 2006/11/03

1: Aporte normal 30 2431000 2006/12/06

1: Aporte normal 30 2431000 2007/01/04

1: Aporte normal 30 2431000 2007/02/06

1: Aporte normal 30 2431000 2007/03/05

1: Aporte normal 30 2431000 2007/04/02

1: Aporte normal 30 2541000 2007/05/03

1: Aporte normal 30 2541000 2007/06/01

1: Aporte normal 30 2541000 2007/06/29

1: Aporte normal 30 2541000 2007/08/01

1: Aporte normal 30 2541000 2007/09/03

1: Aporte normal 30 2541000 2007/09/21

1: Aporte normal 30 2541000 2007/11/01

1: Aporte normal 30 2541000 2007/12/03

1: Aporte normal 30 2541000 2007/12/28

1: Aporte normal 30 2541000 2008/01/28

1: Aporte normal 30 2541000 2008/02/28

1: Aporte normal 30 2541000 2008/03/31

1: Aporte normal 30 2685000 2008/05/06

1: Aporte normal 30 2685000 2008/05/27



Valor cotización obligatoria FGPM Tarifa alto riesgo

253237 0 0

230216 0 0

230216 0 0

230216 0 0

230216 0 0

230216 0 0

230216 0 0

230216 0 0

230216 0 0

303884 0 0

267050 0 0

267050 0 0

267050 0 0

195837 0 0

142427 0 0

267050 0 0

267050 0 0

267050 0 0

267050 0 0

267050 0 0

267050 0 0

347164 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307107 0 0

307111 0 0

149899 0 0

280127 0 0

873 0 0

281000 0 0

280963 0 0

280963 0 0

280963 0 0

280963 0 0

280963 0 0

280963 0 0

280963 0 0

107300 16095 0

230000 34500 0

241500 34500 0

241500 34500 0

241500 34500 0

241500 34500 0

243075 34725 0

243075 34725 0

243075 34725 0

243040 34720 0

243040 34720 0

243040 34720 0

18719 2680 0



178290 25470 0

21374 3060 0

113505 16215 0

254650 34725 0

254632 34722 0

254313 34722 0

254643 34725 0

254632 34722 0

254632 34722 0

280181 38206 0

268290 36585 0

252256 36464 0

15151 0 0

267407 36464 0

267407 36464 0

267407 36464 0

267407 36464 0

267407 36464 0

267407 36464 0

279543 38119 0

279543 38119 0

279543 38119 0

279543 38119 0

279543 38119 0

279543 38119 0

279543 38119 0

279543 38119 0

279543 38119 0

292244 38118 0

292244 38118 0

292244 38118 0

308775 40275 0

308775 40275 0



Entidad que reportó Indicador suma IBC Pendiente de procesar

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS N N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N



10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS N N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N

10 -COLFONDOS S N



Respuesta Nombre del archivo Nombre Novedad Reportada

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01 01 - Ingreso

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01



051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01

051-Transacción exitosa CFBDNHL20230820.W01



Fecha de acreditación Indicador de aporte especial

1997/06/18

1997/11/26

1997/08/14

1997/09/29

1997/10/31

1997/11/14

1997/12/17

1998/02/27

1998/02/25

1998/03/18

1998/04/20

1998/05/19

1998/06/25

1998/07/17

1998/08/18

1998/09/21

1999/05/06

1998/11/20

1998/12/17

1999/01/14

1999/05/06

1999/03/31

1999/04/30

1999/05/14

1999/06/21

1999/07/22

1999/08/12

1999/09/17

1999/10/21

1999/11/22

1999/12/24

2000/01/25

2000/03/07

2000/03/24

2000/05/16

2008/03/26

2000/06/19

2000/07/18

2000/08/15

2000/09/11

2000/10/13

2000/11/21

2000/12/18

2001/01/16

2004/12/10

2005/01/12

2005/02/07

2005/03/09

2005/04/12

2005/05/10

2005/06/08

2005/07/12

2005/08/05

2005/09/06

2005/10/10

2005/11/09

2005/12/22



2005/12/07

2006/02/16

2006/01/30

2006/02/08

2006/03/09

2006/04/07

2006/05/09

2006/06/14

2006/07/10

2006/08/11

2006/09/11

2006/11/15

2012/08/30

2006/11/09

2006/12/11

2007/01/09

2007/02/07

2007/03/07

2007/04/11

2007/05/07

2007/06/20

2007/07/18

2007/08/13

2007/09/18

2007/09/26

2007/11/09

2007/12/10

2008/01/04

2008/03/10

2008/03/10

2008/04/03

2008/05/09

2008/05/29



Entidad que recibió el aporte de no vinculado

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 



 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 

 - 



Fecha de pago AFP para aporte de no vinculado Llave del aporte normal

000001721298001003000



000009465106001013000



Fecha de actualización de información

1997/06/19

1997/11/27

1997/08/15

1997/09/30

1997/11/03

1997/11/17

1997/12/18

1998/03/02

1998/02/26

1998/03/18

1998/04/22

1998/05/19

1998/06/27

1998/07/19

1998/08/18

1998/09/22

1999/05/06

1998/11/23

1998/12/18

1999/01/14

1999/05/06

1999/04/04

1999/05/02

1999/05/14

1999/06/21

1999/07/23

1999/08/12

1999/09/18

1999/10/21

1999/11/23

1999/12/26

2000/01/26

2000/03/07

2000/03/25

2000/05/16

2008/03/26

2000/06/20

2000/07/19

2000/08/15

2000/09/11

2000/10/14

2000/11/22

2000/12/19

2001/01/17

2004/12/10

2005/01/12

2005/02/08

2005/03/10

2005/04/12

2005/05/10

2005/06/09

2005/07/13

2005/08/05

2005/09/06

2005/10/10

2005/11/09

2005/12/22



2005/12/07

2006/02/16

2006/01/29

2006/02/09

2006/03/09

2006/04/08

2006/05/09

2006/06/14

2006/07/10

2006/08/11

2006/09/11

2006/11/15

2012/08/30

2006/11/09

2006/12/11

2007/01/09

2007/02/07

2007/03/07

2007/04/11

2007/05/07

2007/06/20

2007/07/18

2007/08/11

2007/09/18

2007/09/26

2007/11/09

2007/12/08

2008/01/04

2008/03/09

2008/03/09

2008/04/03

2008/05/09

2008/05/29


